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Resumen Ejecutivo 
Management Systems International fue contratado para realizar una evaluación completa del Sistema de Alertas Tempranas (SAT) que funciona actualmente en Colombia con el apoyo de USAID. El Sistema de Alertas Tempranas colombiano fue diseñado para prevenir violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos y del derecho internacional humanitario (DIH). Actualmente no existe, en ningún otro lugar del mundo, un sistema de alertas tempranas que opere de manera comparable a este caso. Para USAID, principal fuerza de su inicio e implementación, el SAT representa una poderosa experiencia que puede ser aplicada en otras regiones en conflicto.  De hecho, existe un creciente interés internacional por entender y aprender de esta singular experiencia colombiana, que protege a los civiles de las consecuencias de la violencia y del conflicto armado. 

Analizando el conflicto en los niveles local y regional, anticipando amenazas, alertando las autoridades pertinentes e implementando medidas de protección, el SAT ha prevenido exitosamente muchas violaciones masivas desde 2001. Sin embargo, el equipo de evaluación ha encontrado debilidades en el sistema. Si se atienden estos defectos, se puede incrementar sustantivamente la efectividad del programa y reducir aun más las violaciones de derechos humanos. 

Las principales conclusiones y recomendaciones de la evaluación son las siguientes:

· El Sistema de Alerta Temprana es un instrumento esencial de las políticas gubernamentales de protección de  los derechos humanos y aplicación del DIH. A pesar de los defectos discutidos en la evaluación, en aproximadamente el 50% de los casos donde se generaron Informes de Riesgo o Alertas Tempranas, las violaciones anticipadas no ocurrieron. 

· Dada la actual crisis humanitaria y la demanda social de protección en zonas de conflicto, se hace imperativo –y posible- hacer aun más efectivo el sistema y mejorar significativamente el nivel de éxito.

·  Aunque existen en la actualidad, a nivel nacional e internacional, una variedad de programas de promoción de seguridad democrática y/o asistencia humanitaria en Colombia, ninguno puede responder potencialmente de manera tan efectiva a situaciones de emergencias y mediano plazo que pongan en riesgo a la población civil como resultado del conflicto armado. 
· Un sistema de alertas tempranas debe tener la capacidad de identificar amenazas de emergencia, de carácter inmediato, al igual que aquellas que se están formando y es factible que sucedan en un periodo de  [3 a 6 meses]. Cada tipo de amenaza debe desencadenar una respuesta adecuada y oportuna, cuya naturaleza dependa de la situación específica. Actualmente, el sistema no funciona adecuadamente en ninguno de los campos. Es frecuentemente muy lento y engorroso para las emergencias y tan solo comienza a desarrollar estrategias extensas para afrontar amenazas de mediano plazo.
· Actualmente, las recomendaciones del Comité Interinstitucional para las Alertas Tempranas (CIAT) enfatizan las respuestas de seguridad y de operaciones militares en curso para afrontar las amenazas y subutilizan medidas más amplias de resolución de conflicto, acompañamiento y desarrollo.     

· Los componentes de alerta y respuesta del SAT no están bien integrados. Más aun, el componente de respuesta que proviene del CIAT no está legalmente constituido y no tiene la jerarquía legal para requerir su cumplimiento por parte de las autoridades civiles. Las autoridades locales no están obligadas a informar al SAT/CIAT sobre las medidas que toman específicamente en respuesta, o cuáles son los resultados en materia de derechos humanos y DIH. La informalidad de estos acuerdos, disminuye el cumplimiento de las recomendaciones, reduce el carácter de urgencia y dificulta el subsiguiente proceso de evaluación. 

· El futuro del programa se mantiene tentativo dada la capacidad limitada del gobierno colombiano de incrementar su compromiso material. Se tienen que hacer esfuerzos para asegurar la sostenibilidad del sistema en el futuro. 

· Es necesario coordinar, de una mejor manera, el SAT con el trabajo de las agencias internacionales humanitarias y de desarrollo -incluyendo la Sala de Situación Humanitaria de la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de las Naciones Unidas (OCHA)-, e involucrar una mayor participación de ONGs humanitarias y de derechos humanos. 

Algunas de las recomendaciones generales fundamentales son:
1. 
El SAT tiene que funcionar como un componente integral de las políticas del Estado en prevención de conflicto y derechos humanos y como parte de sus compromisos de protección a la población civil de los efectos del conflicto armado, en el marco del derecho internacional.

a) El CIAT debe convertirse en una unidad de tiempo completo (24 horas), para atender a las necesidades de emergencia, con la autoridad legal y suficiente rango para tomar decisiones y requerir acción inmediata. Las autoridades locales pertinentes deben reportar, en un tiempo razonable, cuáles medidas se están llevando a cabo [máximo 1 semana], así como sus efectos [mensualmente durante el curso de la activación de la alerta].

b) Las Alertas Tempranas expedidas por el CIAT deben tener carácter de urgencia y obligar a las autoridades  locales que le den prioridad a las medidas específicas de seguridad y civiles  para afrontar la situación.  Los Informes de Riesgo emitidos por la Defensoría del Pueblo -que no tienen el nivel de alerta temprana del CIAT-, deben contener igual urgencia pero pueden indicar un marco de tiempo levemente mayor, permitiéndole a las autoridades locales que desarrollen respuestas más coherentes, integrales y duraderas. 

c) En el momento de hacer las recomendaciones, el CIAT necesita ir más allá del limitado repertorio de medidas que encomienda.  Actualmente, éstas son muy generales y normalmente pasan la batuta a las reuniones del Consejo de Seguridad del departamento. El CIAT debería recomendar una variedad de medidas de seguridad e iniciativas civiles  para confrontar tanto las amenazas de emergencias, como las de mediano plazo, esbozadas en los Informes de Riesgo o en las Alertas Tempranas. En general, las amenazas más inminentes requieren una mayor conjunción de medidas de seguridad, mientras que las amenazas de mediano plazo deben incorporar de manera amplia iniciativas que involucren al Estado, los civiles, la comunidad internacional y ONGs especializadas.  Las medidas que no son de seguridad pueden incluir: protección estatal a través de la Defensoría del Pueblo [en el modelo del programa de la Defensoría comunal, creado con la asistencia del gobierno de Suecia], inversión social, acción humanitaria, acompañamiento nacional e internacional y un mayor aporte y participación de la comunidad en las medidas preventivas. 
d) Con la creación del CIAT en noviembre de 2002, todos los Informes de Riesgo y Alertas Tempranas han estado enmarcadas en el contexto de la seguridad nacional. Esto ha reversado la anterior distribución pública de las Alertas  Tempranas por parte de la Defensoría.  Ha habido una mayor preocupación de las organizaciones humanitarias internacionales y ONGs en cuanto al cambio de política la cual, fundamentalmente, excluye casi todos los actores del proceso, con excepción de algunos estatales. Una política de derechos humanos debe ser lo más transparente posible. Se recomiendo que los Informes de Riesgo se hagan públicos y accesibles a todos los ciudadanos y actores nacionales e internacionales que estén interesados.  Una mayor apertura del sistema lo hará más efectivo y receptivo.  
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I. 
EL SISTEMA DE ALERTAS TEMPRANAS COLOMBIANO PARA LA PREVENCIÓN DE VIOLACIONES MASIVAS Y SISTEMÁTICAS DE DERECHOS HUMANOS

El Sistema de Alertas Tempranas colombiano fue diseñado para prevenir violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos y defender el derecho internacional humanitario (DIH). Es el único sistema de este tipo que opera en el mundo. Desde su implementación inicial en 2001 ha prevenido exitosamente muchas violaciones, analizando el conflicto al nivel local y regional, anticipando amenazas, alertando a las autoridades pertinentes e implementando medidas protectivas. Sin embargo, el equipo de evaluación ha encontrado debilidades en el sistema. Atender estos defectos podría incrementar sustancialmente la efectividad del programa y reducir aun más las violaciones de derechos humanos.

A.
Dinámicas del conflicto armado y violaciones masivas de derechos humanos, 2000-2004

El conflicto armado en Colombia, uno de los más antiguos del mundo, es complejo, con profundas raíces, perturbadoramente dinámico en su extensión geográfica y cambiante en las pautas de violaciones de derechos humanos. Los grupos guerrilleros y paramilitares cambian de estrategias para defender o acceder a recursos económicos cruciales, controlar corredores militares estratégicos o de contrabando, o alcanzar nuevos objetivos político-militares que influyan sobre la población civil o la controlen. También ajustan sus operaciones en respuesta a las políticas contraterroristas y antinarcóticas del Estado. 

Desde 2000, la transformación del conflicto ha sido dramática. Durante la presidencia de Andrés Pastrana (1998-2002), el gobierno colombiano entabló, separadamente, negociaciones de paz con dos grupos guerrilleros; las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia) y el ELN (Ejército de Liberación Nacional). Las AUC (Autodefensas Unidas de Colombia), grupo paramilitar de derecha, fueron excluidas de las mesas de negociación, en concordancia con la visión predominante de la época y los intentos de acuerdos de paz de las últimas dos décadas. 

Los diálogos de paz con las FARC se rompieron definitivamente en febrero de 2002, después de tres años y medio frustrantes, mientras que el proceso con el ELN nunca arrancó de una manera significativa. Peor aún, a lo largo del periodo de las negociaciones, tanto las FARC como las AUC incrementaron su fortaleza militar y expandieron sus ataques a la población civil, en clara violación del derecho internacional humanitario. Para las elecciones presidenciales de mayo de 2002 las masacres, los secuestros, los asesinatos selectivos, el reclutamiento involuntario y el desplazamiento forzado de familias y comunidades logró un nuevo tope. Las AUC continuaron con su estrategia de atacar activistas cívicos, defensores de derechos humanos, líderes sindicales y comunidades que supuestamente ayudan a la guerrilla. Luego de la ruptura del proceso de paz, las FARC anunciaron una estrategia de desestabilización del gobierno local. Advirtieron a los funcionarios locales: o renuncian o se enfrentan a los asesinatos. En los siguientes dos años 22 alcaldes y 155 concejales fueron asesinaos y otros desaparecieron.
 

En respuesta a la deteriorante situación del orden público y la creciente crisis humanitaria y de derechos humanos, el electorado colombiano apoyó al candidato que prometió una nueva política de línea dura contra los actores armados ilegales y una mayor presencia del Estado a lo largo y ancho del territorio nacional. Durante sus primeros dos años en la presidencia, Álvaro Uribe Vélez, desarrolló una política de Seguridad Democrática que incrementó el número de policías y militares, creó una red de informantes y devolvió la Policía a cada uno de los 1125 municipios del país. Cuando el presidente Uribe se posesionó, más de 200 municipios se encontraban sin ningún tipo de presencia policial y otros 200 solamente tenían protección mínima. La Policía Nacional lanzó el programa Municipios y Departamentos Seguros en marzo de 2004 para ayudar a consolidar estas políticas y la presencia de autoridades estatales en el nivel local. Este programa está diseñado para complementar y fortalecer la política de Seguridad Democrática del presidente Uribe, desarrollando planes de seguridad implementados por los alcaldes y gobernadores en coordinación con la Policía Nacional. Un elemento vital de este programa es el establecimiento de observatorios de crimen y violencia municipal, que ayudan a los funcionarios locales a entender amenazas actuales y emergentes.
 

La estrategia de Seguridad Democrática del presidente Uribe ha impactado claramente en el curso de la Guerra. Para 2004, el groso número de violaciones de derechos humanos ha disminuido comparando con el techo del periodo 2000-2002. Secuestros, masacres y homicidios generales han mostrado una tendencia decreciente. 

Sin embargo, a pesar de las ganancias de la política de Seguridad Democrática, las violaciones de derechos humanos siguen en un nivel de crisis bajo cualquier estándar comparativo. Si bien las violaciones han declinado en general – dependiendo de la violación específica de derechos humanos o DIH o el grupo afectado, esto es, líderes sindicales, población indígena, etc.-, en conjunto las violaciones han caído en relación a su tope del periodo 2000-2002 pero han permanecido en el extremado alto nivel de mitad de los noventas. Más aun, en algunos departamentos, como es el caso de Arauca, Chocó y Norte de Santander donde estuvo el equipo del MSI, las violaciones en general se han incrementado (ver Apéndices 3-5).

Adicionalmente, cuando el país lucha para enfrentar los aun inaceptables niveles de desplazamiento forzado interno y masacres, la Defensoría del Pueblo y organizaciones de derechos humanos han identificado y comenzado a recolectar información sobre un nuevo fenómeno –homicidios selectivos de configuración múltiple-. Esta nueva categoría de violación de derechos humanos parece reflejar una de las formas como los grupos armados ilegales se han adaptado a las políticas y monitoreos de derechos humanos. En general, los grupos de derechos humanos consideran masacre los asesinatos colectivos de tres o más personas, aunque no existe una metodología nacional o internacional estándar y el número ha cambiado con el tiempo y varía de organización en organización en Colombia. “Homicidios selectivos de configuración múltiple” representa el asesinato colectivo de tres o más personas en un periodo de tiempo –días o semanas-. Los asesinatos están  catalogados como homicidios y no como masacres, por lo tanto surten efecto en los reportes estadísticos. Además el SAT ha registrado un incremento en varias categorías incluyendo homicidios selectivos, desaparición forzada, y métodos para aterrorizar a la población civil.

La evolución de las principales violaciones de derechos humanos y DIH, determinadas por el número de incidentes y el porcentaje  del total de los casos que generó una alerta del SAT, es ilustrativo para entender la evolución del conflicto desde la perspectiva de los derechos humanos y el DIH (ver también Apéndice 6). 

En 2002 las principales categorías de violaciones de derechos humanos y DIH que provocaron una respuesta de Alerta Temprana fueron las siguientes: 

	Desplazamiento forzado
	29.5% del total de las alertas emitidas

	Masacres y homicidios selectivos de configuración múltiple
	24.5%

	Ataques indiscriminados a la población civil
	20.9%


* Fuente: Defensoría del Pueblo. Es de anotar que la Defensoría del Pueblo emitió Alertas Tempranas hasta octubre de 2002. Después de este periodo, el sistema se reorganizó y la Defensoría del Pueblo emitió Informes de Riesgo. Estas cifras están basadas en las dos categorías.

En 2003 los abusos principales fueron los siguientes:

	Desplazamiento forzado
	29.6%

	Masacres y homicidios selectivos de configuración múltiple
	23.6%

	Ataques indiscriminados a la población civil
	21.4%


 Fuente: Defensoría del Pueblo

Durante los primeros cuatro meses de 2004 la Defensoría del Pueblo separó la categoría masacres y homicidios selectivos de configuración múltiple, y registró un incremento significativo de otras categorías de violaciones, reflejando el cambio de tácticas en el conflicto:

	Homicidios selectivos
	14.4%

	Desplazamiento forzado
	13.4%

	Desapariciones forzadas
	13.4%

	Métodos para aterrorizar la población
	12.4%

	Homicidios selectivos de configuración múltiple
	11.5%

	Masacres
	9.6%


Fuente: Defensoría del Pueblo

Aun cuando las pautas de violaciones de derechos humanos cambiaron, algunos abusos se destacan y parecen ser precursores de los tipos de atrocidades que suceden más comúnmente cuando la dinámica del conflicto cambia otra vez. El 15 de junio de 2004 en la Gabarra, Norte de Santander en la frontera con Venezuela, tuvo lugar una de las peores masacres en la historia reciente de Colombia. Fue realizada por las FARC contra 34 raspachines en una finca supuestamente controlada por las AUC. Las FARC entraron en la zona con una pequeña unidad de 12 a 15 combatientes. Muchos de los analistas entrevistados declararon que estas acciones muestran la nueva faceta del conflicto: conflictos por territorio, corredores y recursos económicos – particularmente en zonas no tradicionales de cultivos de coca- cometidos por pequeños grupos armados que son difíciles de detectar. 

Más aun, con el incremento de la presencia estatal en muchas de las zonas centrales de conflicto y la activa erradicación de grandes concentraciones de cultivos ilegales en el sur del país, los cultivos ilícitos, las fuerzas guerrillearas y/o grupos paramilitares se han ido a áreas, hasta ahora, periféricas del país (y del conflicto), particularmente el Chocó, la Sierra Nevada de Santa Marta, Arauca y áreas remotas de la cuenca amazónica. En este proceso el conflicto ha afectado desproporcionadamente las poblaciones indígenas y afrodescendientes en los últimos años. En 2003, medido por población en riesgo en áreas de violaciones masivas, la Defensoría del Pueblo reportó que el 29.5% de todos los Informes de Riesgo estuvieron dirigidos a proteger comunidades indígenas y el 12.5% fueron estimulados por amenazas a la población afrodescendiente. Las nuevas pautas del conflicto tienden a reforzar esta tendencia.

Esta breve visión general de las nuevas características del conflicto indica que, a pesar de los pasos positivos dados por gobierno durante los últimos años, Colombia continúa enfrentando una profunda crisis humanitaria y de derechos humanos. Jan Egeland, Secretario General Adjunto para la Asistencia Humanitaria de las Naciones Unidas, en su visita de mayo de 2004, declaró que en Colombia existe una de las peores crisis humanitarias del mundo, sobrepasada únicamente por el Congo y Sudan –aunque enfatizó que la de Colombia es una “crisis humanitaria olvidada”-. Basó esta afirmación en las más de dos millones de personas desplazadas internamente, la existencia de amenazas a muchas comunidades indígenas como resultado del conflicto armado y el aumento de los ataques a la población civil por parte de los combatientes armados en la lucha por el control militar y de los corredores económicos.
 

El gobierno de Uribe no ha descartado las negociaciones con los grupos ilegales. En ruptura con los últimos veinte años de estrategias de negociación en Colombia, el presidente Uribe inició conversaciones de paz con las fuerzas paramilitares de las AUC, con el propósito de desmovilizar uno de los actores centrales del conflicto. Estos diálogos se han llevado a cabo a lo largo de 2004 y se estableció la meta de la desmovilización total en diciembre de 2005. Se declaró un cese al fuego y grupos y líderes cruciales se concentraron, bajo la protección del Estado –incluidas la suspensión de ordenes de captura- en una zona de 368 kilómetros cuadrados en Santa Fe de Ralito (un área en el municipio de Tierralta, Cordoba). 

Unas negociaciones exitosas implicaría una reestructuración sustancial de la naturaleza y alcance del conflicto y posiblemente ayudaría a consolidar la tendencia de disminución de violaciones masivas. Además, en 2004 Colombia aceptó una oferta del gobierno mexicano para colaborar en la facilitación de un proceso de paz con el segundo grupo guerrillero más grande de la nación, el ELN. 

Sin embargo, a finales de 2004, los diálogos de paz con las AUC tienen aun que alterar sustancialmente la dinámica del conflicto. Guerrilla y paramilitares continúan disputando territorio y corredores estratégicos del país; se confrontan mutuamente por el control de los recursos económicos, particularmente la coca, y continúan buscando ventajas para exportar otros bienes fundamentales tales como petróleo, gasolina, y negocios agrícolas como la palma africana.

Además, a pesar de la declaración de cese al fuego por parte de los paramilitares y del inicio de una desmovilización planificada de los combatientes, aun existe muy poca evidencia perceptible de que los grupos paramilitares regionales y locales hayan cesado hostilidades contra las FARC y las comunidades e individuos que ellos consideran que presuntamente apoyan a la guerrilla. De acuerdo con la información del SAT, del 1 de enero al 30 de abril de 2004, el 46.2% de los informes de riesgo se dieron en respuesta a amenazas de las AUC, el 30.8% de las FARC y el 8.5% del ELN.

La Organización de los Estados Americanos (OEA) firmó un acuerdo para proveer apoyo técnico en el proceso de desmovilización pero ha indicado que solo puede verificar las acciones de los combatientes concentrados en Ralito. La OEA no tiene ni la capacidad ni el mandato para supervisar el acuerdo de cese al fuego a lo largo y ancho del territorio nacional. En ausencia de una mecanismo efectivo de verificación, las violaciones del cese al fuego han sido registradas por el Sistema de Alertas Tempranas –aunque el SAT no tenga mandato de supervisar directamente el cese al fuego-. Además, sin los cambios acordados por las partes en conflicto, el SAT no puede servir como un reemplazo viable de un mecanismo efectivo de verificación. No obstante el Sistema de Alertas Tempranas, al registrar violaciones inminentes y consumadas de derechos humanos, está enviando alertas claras de las debilidades y violaciones del actual cese al fuego y muy posiblemente continuará haciéndolo.

B.
Objetivos del Sistema de Alertas Tempranas y pautas anticipadas de violaciones de derechos humanos 2004-2007

El Sistema de Alertas Tempranas fue diseñado en un momento donde la violación de los derechos humanos y del DIH estaba escalando a un ritmo sin precedentes. Este incremento, tal como se vio desde la perspectiva nacional, se ha detenido ampliamente. Sin embargo, las violaciones continúan. Están sucediendo no solamente en las áreas más remotas del territorio nacional y en las fronteras del país, sino también en zonas urbanas donde los actores armados ilegales han venido tomando ventaja de la población desplazada masivamente y han reclutado jóvenes de barrios urbanos marginales que han aumentado en las grandes ciudades y ciudades intermedias.

Dada la naturaleza embriónica de la presencia estatal en amplios sectores rurales y urbanos de  Colombia, el establecimiento del control estatal y su legitimación es un proceso largo. De la misma forma, terminar las múltiples amenazas armadas será un proceso prolongado. 

No obstante, el SAT ha demostrado su capacidad de adaptación a la naturaleza cambiante del conflicto y de anticipación y prevención de violaciones de DDHH. El sistema ha registrado, recientemente, los cambios dinámicos del conflicto armado en los últimos años y ha generado numerosos Informes de Riesgo y Alertas Tempranas en varios de los lugares más vulnerables del país. Ha incrementado el número de analistas regionales a 21
 e incluso a designado un analista regional en Bogotá para registrar la naturaleza evolutiva de la violencia urbana. Un resultado de la atención directa prestada a Bogotá ocurrió el 26 de marzo de 2004, cuando se emitió una Alerta Temprana para nueve barrios en Ciudad Bolívar, un sector urbano empobrecido en el suroccidente de la ciudad de más de 600,000 personas con una peligrosa mezcla entre pandillas juveniles, milicias urbanas, y confrontación territorial entre las FARC y las AUC. 

Los objetivos principales del SAT deberían ser: mantener constante vigilancia en todas las áreas del territorio nacional, identificar amenazas actuales y emergentes a los derechos humanos y el DIH, y responder inmediatamente a las violaciones inminentes antes de que sucedan. Su mandato debería ser visto en el contexto de los compromisos constitucional y de los provenientes de los tratados Internacionales ratificados por Colombia para la protección de los derechos humanos y acorde al derecho internacional humanitario. 

El SAT debería continuar trabajando con todos los actores estatales relevantes, así como con la sociedad civil y las organizaciones internacionales involucradas con la intervención humanitaria y la protección de los derechos humanos. Es imperativo que el SAT, como elemento que inicia una serie de acciones para prevenir las violaciones, mantenga su autonomía e integridad operacional y su énfasis primordial en la prevención de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos y el respeto del DIH. Para el gobierno y otros sectores estatales, los derechos humanos representan una de los múltiples objetivos estratégicos de la política de Seguridad Democrática. Pero para que el SAT sea eficiente necesita que su objetivo primordial y esencial sea hacer todo lo que este a su alcance, en los componentes de alertas y respuestas, para asegurar que las violaciones masivas de derechos humanos no ocurran. 

¿Qué tanto deben continuar las operaciones del SAT en el contexto de un rápido cambio de condiciones en el terreno? La respuesta es sencilla: mientras que las violaciones de derechos humanos y del DIH continúen sucediendo en alguna de las doce categorías reconocidas por la Defensoría del Pueblo, debería continuar operando –incluso durante periodos de negociaciones de paz, de incremento de operaciones de seguridad y/o mientras el Estado implementa una estrategia sistemática de seguridad democrática de largo plazo-. El SAT podrá retirarse paulatinamente, tan solo cuando los analistas regionales y nacionales asignados a éste reporten que las categorías de violación de derechos humanos y DIH sean fenómenos aislados o que han sido eliminadas efectivamente. 

De esta forma, el Sistema de Alertas Tempranas, necesita continuar registrando y respondiendo a las pautas en desarrollo de violaciones de derechos humanos. Ya ha desarrollado la capacidad analítica necesaria para anticipar los patrones cambiantes del conflicto. Basado en indicadores y análisis actuales, en el curso de los próximos dos a tres años, los modelos de violaciones masivas de derechos humanos incluirán: 

· Desplazamiento forzado de poblaciones rurales, en cuanto el conflicto y los cultivos ilícitos se trasladen a nuevas áreas; 

· Masacres, particularmente del tipo de la descrita arriba en la Gabarra, llevadas a cabo por pequeños grupos armados en regiones aisladas a lo largo de corredores y zonas estratégicas económica y militarmente; 

· Homicidios selectivos de configuración múltiple; 

· Actos terroristas contra la población civil; 

· Homicidios selectivos; 

· Violaciones a los derechos humanos por parte de milicias urbanas, sicarios, o por híbridos conformados por milicias y pandillas juveniles como las especificadas en la alerta de Bogotá. 

Sin embargo, la efectividad del SAT pude mitigar sustancialmente estas tendencias y disminuir de manera importante la probabilidad de que ocurran.

El SAT necesita prevenir otras amenazas. Si los procesos de paz y desmovilizaciones con las AUC y el ELN avanzan en el corto plazo, se esperarían ataques de las FARC contra combatientes desmovilizados y personas relacionadas con éstos. Se pueden y deben dar medidas de protección en cualquier acuerdo final. Sin embargo, eventuales convenios de paz parciales con estos actores, le darían una nueva dinámica al conflicto con las FARC; el SAT debe estar preparado para alertar y responder cuando sea necesario. 

Finalmente, aunque Colombia no está cerca de encontrarse en una situación de post conflicto, si otras experiencias nacionales en procesos de paz son válidas, habrá violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos en el periodo del post conflicto cuando actores armados desmovilizados degeneraren en delincuencia común o crimen organizado, o cuando grupos disidentes pretendan sabotear los acuerdos. Nuevamente, el SAT puede ayudar a mitigar estos riesgos.

En síntesis, Colombia está viviendo una difícil transición de un país con poca presencia estatal en muchas áreas de su territorio nacional a un país con una mayor proyección de la autoridad estatal al interior de sus fronteras. También se ha embarcado en un arduo camino de cambio de un conflicto interno armado multipolar al desarrollo de una paz segura y duradera. El SAT puede ayudar a reducir y responder a violaciones continuas, mientras que el gobierno Colombiano intenta consolidar y adelantar estas transiciones. 

II. EL SISTEMA DE ALERTAS TEMPRANAS –DOS FASES-

El Sistema de Alertas Tempranas comenzó operaciones durante el primer semestre de 2001. La idea fue discutida inicialmente en 1997, tras la trágica masacre de civiles inocentes a manos de paramilitares en la región de Mapiripán (Meta), zona influenciada por las FARC. Para ese momento, esta masiva atrocidad representó una proyección de poder militar de las AUC, mucho más allá de sus bases operacionales, sin precedentes; varios oficiales estatales de alto nivel fueron culpados de la responsabilidad por su omisión de respuesta ante alertas previas al ataque. 

El propósito central de una propuesta de sistema de alertas tempranas era crear un mecanismo que advirtiera a las autoridades estatales antes de la violación de derechos humanos. Luego del alboroto nacional e internacional ante los eventos de Mapiripán, la Defensoría del Pueblo entró en discusiones con el Alto Comisionado de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Durante 1998 y 1999 la Defensoría del Pueblo, con el apoyo de las Naciones Unidas, comenzó a darle seguimiento a las masacres y sus pautas y a identificar las comunidades de mayor vulnerabilidad y riesgo, así como a distinguir las dinámicas del confito armado. La unidad de derechos humanos del Ministerio del Interior empezó ha diseñar planes para un sistema de alerta temprana institucionalizado. 

Sin embargo, un sistema de alertas tempranas operacional no fue implementado sino hasta 2001. El elemento catalizador para su desarrollo e implementación fue la decisión de USAID de proveer asistencia financiera y técnica importante, como parte del compromiso del gobierno de Estados Unidos de un programa efectivo de derechos humanos dentro del amplio paquete de ayuda en soporte al Plan Colombia. 

A.
Fase I: (2001)

El SAT fue creado en la Defensoría del Pueblo y diseñado para sacar ventaja de la red regional de defensorías que trabajan con comunidades y autoridades estatales en todo el país. En muchos casos, la Defensoría del Pueblo representa la única presencia legítima del Estado en zonas de conflicto. 

Desde el principio, los analistas se ubicaron en las defensorías regionales. Se encargaron de alertar violaciones inminentes de derechos humanos al equipo nacional de analistas en Bogotá. Las alertas tenían que ser analizadas y verificadas en un tiempo adecuado. Si el riesgo se confirmaba, el director del SAT (el Defensor delegado para la evaluación de riesgos de la población civil como consecuencia del conflicto armado) generaba una alerta temprana y notificaba a las autoridades nacionales, regionales y locales sobre la situación. Posteriormente, los analistas regionales y nacionales monitoreaban la situación. (Ver Diagrama No. 1). 

El sistema constituido originalmente era relativamente rápido, ágil y transparente. En marzo de 2001, el SAT tuvo tres analistas regionales –en Cauca, Norte de Santander y el Magdalena Medio-. Para julio de 2004 ya había 21 analistas viviendo en las regiones y adjuntos a una Defensoría del Pueblo. Colectivamente cubrían todas las áreas del territorio nacional, con excepción de San Andrés y Providencia. La Defensoría del Pueblo proyecta un número óptimo de 34 analistas regionales que cubran regiones más concentradas. 

El trabajo de los analistas regionales es supervisado por un equipo de cinco analistas nacionales -cada uno es responsable de una región macro-. El SAT también está desarrollando un banco de datos digital y físico y un centro de documentación para un mejor apoyo del trabajo de los analistas del conflicto. En los últimos tres años se han desarrollado, progresivamente, metodologías y procedimientos racionalizados para todo el sistema. 

La ventaja de este primer modelo fue que el Delegado de la Defensoría podía verificar la información en fuentes locales y emitir alertas en un tiempo razonable. Las alertas tempranas eran públicas y concebidas en el marco nacional e internacional de los derechos humanos y el DIH. Se enviaban a las autoridades locales y nacionales y estaban disponibles a las comunidades locales y a los representantes de la comunidad internacional involucrada con asistencia humanitaria y protección de los derechos humanos, tales como el Alto Comisionado para los Refugiados de las Naciones Unidas, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el comité internacional de la cruz roja, así como a las ONGs nacionales e internacionales.
La desventaja de este primer modelo fue que la Defensoría del Pueblo no efectúa políticas públicas; esta es una función del gobierno nacional. Hay un amplio consenso de que, tal como lo establece la constitución, la Defensoría del Pueblo no debe estar a cargo de la formulación de políticas estatales y que debe dedicarse, más bien, a la función constitucional protectora que le fue asignada.

La Defensoría del Pueblo entendió su papel al desarrollar el SAT de esta manera. El actual Defensor delegado, que es la cabeza del SAT escribió: “el SAT fue concebido como un instrumento para informar a las autoridades competentes, de tal forma que el Estado pueda implementar, de una manera coherente y coordinada, las acciones de prevención y disuasión necesarias para brindarle protección a la población civil.”

De tal forma, la primera fase del Sistema de Alertas Tempranas fue principalmente exhortatorio. La Defensoría podía recomendar a las autoridades a que actuaran, pero no les podía solicitar que en efecto lo hicieran. Las autoridades estatales, principalmente el Ejercito y la Policía, no tenían claro cómo responder a las alertas. No sabían si debían abortar operaciones y redireccionar actividades, o si iban a ser responsables de las acciones que ocurrieran después de la alerta pública. Tampoco tenían claridad de las diferencias de las alertas emitidas por la Defensoría y aquellas provenientes de ONG´s y grupos cívicos. A pesar de que la Defensoría del Pueblo realizó esfuerzos para trabajar sobre las implicaciones del sistema con las autoridades locales y los oficiales de seguridad, la confusión e inseguridad persistió. 

Muchos de estos asuntos salieron a flote tras una gran tragedia de que tuvo lugar en Bojayá Chocó el 2 mayo de 2002. Allí, mientras que la comunidad se refugió en una iglesia para protegerse de una confrontación armada entre las FARC y fuerzas paramilitares regionales, un cilindro de gas –arma rudimentaria de muy poca precisión y prohibida por el DIH- chocó directamente en la iglesia asesinando a 119 personas, de los cuales la mayoría eran mujeres y niños. El cilindro fue lanzado por las FARC. Posterior a la masacre –una de las peores en décadas y que obtuvo la atención internacional- se supo que la Defensoría había emitido una alerta temprana anunciando a las autoridades de ataques y amenazas inminentes contra la población civil. Surgieron preguntas en el sentido de porque las autoridades no tomaron las medidas preventivas necesarias. Otras preguntas surgieron en el sentido de si se podría, más fácilmente, incriminar por negligencia al gobierno u oficiales militares responsables, como resultado de la muy difundida alerta temprana de la Defensoría. La presión para modificar el sistema aumentó desde el gobierno y las fuerzas armadas mismas.

DIAGRAMA No 1: Sistema de Alerta Temprana Fase I (2001- Noviembre de 2002)
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DIAGRAMA 2: SISTEMA DE ALERTA TEMPRANA FASE II (Noviembre de 2002 - presente)


B.
Fase II:

En respuesta a las debilidades y limitaciones del diseño del SAT, a finales de 2002, el gobierno recién posesionado de Álvaro Uribe propuso la creación del Comité Interinstitucional de Alertas Tempranas (CIAT) para desarrollar una respuesta estatal más coherente a los informes generados por la Defensoría del Pueblo.  

Los miembros del CIAT inicialmente fueron:

· Vicepresidencia de la República

· Policía Nacional

· Ejército 

· Ministerio del Interior y Justicia

· Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), el departamento de inteligencia colombiano, que combina funciones mixtas equivalentes a las realizadas por el FBI, la CIA y el Servicio Secreto de Estados Unidos.

Desde abril de 2002:

· Red de Solidaridad Social (RSS), programa presidencial encargado de los asuntos relativos al desplazamiento forzado interno, y otros temas sociales.

El comité se estableció como un grupo de trabajo coordinado por el Ministerio de Interior y Justicia. Muchas instituciones observadores, incluidas la OACNUDH vieron la iniciativa con beneplácito.

Las ventajas del nuevo sistema resultaron evidentes. Ahora las decisiones relativas a la protección de la población civil y la prevención de violaciones de DDHH serían tomadas por las autoridades competentes. En la versión revisada del sistema, la Defensoría no genera alertas tempranas (ver diagrama 2). En cambio los analistas del SAT y la Defensoría del Pueblo generan informes de riesgo. Estos no son públicos ni circulados ampliamente. Son enviados directamente al CIAT, cuyos miembros tienen la responsabilidad de verificar la información a través de sus representantes locales y contactos. Se pensó que la valoración de riesgo sería mejorada si se verifica por medio de las capacidades de inteligencia del DAS, el Ejército, la red local de funcionarios dependientes del Ministerio de Interior y Justicia, el programa presidencia para los derechos humanos, y posteriormente la Red de Solidaridad Social.

Posterior a la verificación, el CIAT convoca una reunión de sus miembros y decide si es necesario emitir una alerta temprana. En los casos que el CIAT no decide emitir la alerta temprana, envía igualmente el informe de riesgo a las autoridades locales competentes con una serie de recomendaciones sobre las medidas que se deben tomar.  
Sin embargo, rápidamente le surgieron desventajas al nuevo sistema. Lo que era un proceso público y transparente se transformó en un asunto estatal interno encubierto bajo la protección de la política de seguridad nacional. Quienes solicitan información obtienen respuesta en el sentido de que aquella debe ser guardad por razones de seguridad nacional.

Además, ha habido una falta de coordinación e integración de las dos partes que componen el sistema: el SAT en la Defensoría del Pueblo, y el CIAT. El CIAT comúnmente minimiza el Informe de Riesgo enviado por el SAT cuando sus miembros no pudieron confirmar los resultados del reporte o cuando los miembros están divididos sobre el contenido del mismo. La Defensoría del Pueblo, sin representante en el CIAT, no puede explicar o responder las preguntas concernientes a la decisión general que condujo al informe del riesgo (lo cual para la Defensoría del Pueblo significa que ya tienen suficientes razones para emitir una alerta temprana, tal como lo hacía en el sistema inicial), ni responder inquietudes sobre la valoración realizada por los analistas regionales y locales.

Finalmente, a pesar de la presencia de la Vicepresidencia y recientemente la Red de Solidaridad Social, las deliberaciones, análisis y recomendaciones del CIAT han estado encaminadas a los aspectos concernientes a la seguridad y el orden público, reflejando la fuerte presencia del Ministerio de Defensa (Ejército y Policía) y el DAS en el comité. Curiosamente, la coordinación del comité cayó en manos de la División de Orden Público y Territorio Nacional  del Ministerio del Interior y la Justicia, en vez de la lógica postura en manos de la División de Derechos Humanos. Revisando el sistema, se ha abierto una brecha entre la orientación de derechos humanos y DIH de la Defensoría del Pueblo, por un lado, y aquella caracterizada por el orden público y la seguridad del CIAT. Mientras la Defensoría del Pueblo emite Informes de Riesgo en el contexto del DIH, el CIAT, principalmente, da respuestas en el marco de mantener el orden público y la búsqueda de la amplia estrategia de seguridad del gobierno. 

Estas dos esferas de políticas públicas son diferentes. Una busca proteger la población civil de los estragos del conflicto armado; la otra intenta implementar una serie de estrategias militares y policiales para mantener el orden público. El SAT fue concebido originalmente como un instrumento de la primera. Existen varios programas estatales diseñados para asegurar la eficacia de la seguridad democrática y el orden público. El dominio separado de las políticas públicas puede –y debe- ser complementario. Sin embargo, para que una estrategia de alertas tempranas para violaciones masivas y sistemáticas sea creíble, tiene que mantener su propia integridad exclusivamente dentro del marco de los derechos humanos.

En efecto, como queda evidente en este análisis, oficiales de las fuerzas armadas se quejan legítimamente de que el SAT los distrae de sus responsabilidades esenciales y que no tienen los recursos ni la fuerza humana necesarios para proteger a todas las comunidades. Estas preocupaciones reflejan el hecho de que se le ha dado mucho peso a la Policía y el Ejército, en la función de respuesta del sistema, y muy poca atención a otras formas de respuesta de Estado. Aunque algún tipo de medidas de seguridad siempre serán necesarias, existen otras respuestas que incluyen una amplia presencia estatal civil en las comunidades en riesgo, asistencia para las emergencias, inversión estatal o apoyo para el acompañamiento internacional y de ONGs.

Adicionalmente, se hace necesario anotar que el cambio de la Fase I a la Fase II, no significó una reducción apreciable en el número de violaciones sucedidas después de la emisión de una Alerta Temprana o Informe de Riesgo. Cada modelo muestra ciertas fortalezas y debilidades. Agrupadamente, los dos modelos parecen tener el mismo impacto en la prevención de violaciones masivas de derechos humanos, como se discute en la siguiente sección.

III. 
VALORACION DE RESULTADOS

El equipo del MSI realizó una evaluación de resultados para determinar el grado de éxito que ha tenido el SAT en la prevención o reducción de amenazas inmediatas, al igual que una evaluación de proceso para valorar las funciones del sistema en cada uno de los puntos de toma de decisión al interior del mismo. 

A.
 Medición de resultados. ¿Qué tan efectivo es el Sistema de Alertas Tempranas? 

¿Puede un sistema de alertas tempranas prevenir violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos? La respuesta es afirmativa. Usando la información recolectada por la Defensoría del Pueblo, los apéndices 1 y 2 muestran la relación entre los Informes de Riesgo y las Alertas Tempranas y la subsiguiente perpetración  de las alertas a violaciones de DDHH. 

En 2002, con el sistema original durante los primeros diez meses del año, se generaron un total de 93 Alertas Tempranas. De éstas, la violación indicada no sucedió en 52 casos, mientras que en 41 casos sí se dio. Aunque es difícil atribuir la no violación a la alerta temprana, porque muchos otros factores pueden incidir, la amenaza reportada no se llevó a cabo en el 55.9% de los casos. 

En 2003, cuando el nuevo sistema estaba funcionando, la Defensoría del Pueblo generó un total de 84 Informes de Riesgo. De éstos, la violación alertada sucedió posteriormente en 37 casos, o el 44% de las veces. El 56% de los casos la violación no se dio, es decir, casi el mismo resultado del año anterior bajo el sistema antiguo.

En el primer trimestre de 2004, del primero de enero al 30 de abril, la Defensoría del Pueblo reportó un total de 30 Informes de Riesgo. Para julio, 16 de las violaciones reportadas se efectuaron, o el 53.3% de los casos. 

De esta forma, el SAT tuvo un éxito entre el 47.6% y el 56% de las veces. 

La información indica que el cambio de la fase I a la fase II no se vio expresado en un SAT más efectivo. De los 84 Informes de Riesgo que el SAT envió al CIAT, tan solo 29 resultaron siendo Alertas Tempranas. En los restantes 55 casos, fueron enviados, junto con las respectivas recomendaciones, a las autoridades locales sin alerta de riesgo. 

Sin embargo, el nuevo sistema tiene el potencial para lograr mejores resultados. El porcentaje de éxito en aquellos casos cuando el informe de riesgo fue elevado a alerta temprana por la CIAT aumentó. De esta forma, las violaciones masivas se dieron solo en 10 de las 29 alertas, es decir en el 34.5% de los casos. Pero en los 55 casos que el CIAT declinó la alerta temprana sucedieron violaciones en 27, o el 49% de las veces.

La información de la Defensoría muestra que cuando el CIAT simplemente da paso al Informe de Riesgo, el sistema opera con resultados similares a los de la fase I. Pero cuando las autoridades le prestan mayor atención a las señales de alerta, la efectividad del sistema mejora. La falla de la fase II, en obtener mejores resultados, parece provenir de la reticencia del CIAT en emitir una Alerta Temprana.

Tanto la Defensoría del Pueblo como el CIAT han desarrollado mecanismos de evaluación en los últimos años, incluyendo el monitoreo más sistemático de las acciones de las autoridades estatales en respuesta a las Alertas Tempranas e Informes de Riesgo enviadas a las autoridades locales. Sin embargo, una de las dificultades en estandarizar las evaluaciones es que cada entidad aplica criterios distintos de éxito y fracaso y emplea definiciones diferentes de “violaciones masivas”. Esto se muestra gráficamente al comparar la evaluación de la Defensoría, citada arriba, con el Informe anual de derechos humanos y DIH 2003 de la Vicepresidencia de la República. En este reporte, la Vicepresidencia indica que desde noviembre de 2002 hasta el primer trimestre de 2004, el CIAT ha recibido, procesado y atendido 106 Informes de Riesgo relativos a alrededor de 150 municipios, de los cuales 56 se consideraron como alertas tempranas. Las violaciones masivas sucedieron solo en un lugar (Sabaletas, Buenaventura)”
. 

Existe la necesidad de unificar definiciones, categorías y metodologías por parte del SAT y el CIAT para que se guíen por las normas internacionales, reconociendo la gran complejidad y fluidez de los límites entre conflicto armado y crimen en Colombia.  

Para afrontar el problema de medición y evaluación, el equipo del MSI examinó, de manera independiente, la efectividad del sistema en tres departamentos: Arauca, Chocó (excluyendo Urabá) y Norte de Santander. Se eligieron estos departamentos porque constituyen áreas centrales del actual -y probablemente futuro- estado del conflicto, y porque encarnan factores esenciales que estimulan el conflicto: débil presencia del Estado, comunidades minoritarias que han estado sobre representadas en la población de las víctimas y zonas de producción económica –coca, petróleo, oro, palma africana, etc.- que han impulsado el conflicto. 

Entre noviembre de 2002 y julio de 2004 estos departamentos tuvieron un total de 28 casos de Alertas Tempranas o Informes de Riesgo, más 13 Notas de Seguimiento. Además, los tres departamentos mostraron un incremento en violaciones de DDHH durante los dos primeros trimestres de 2004. Como resultado, el equipo pudo presenciar de forma directa y cercana el SAT en acción. 

Para medir la efectividad, el equipo se basó en información de fuentes oficiales y de las ONGs. Entre las cuales se encuentra:

· Todos los Informes de Riesgo y Notas de Seguimiento de los tres departamentos –Defensoría del Pueblo-.

· Todas las Alertas Tempranas y recomendaciones –CIAT-.

· Actas de reunión del CIAT y correspondencia entre el CIAT y las autoridades locales

· Evaluaciones preeliminares de alertas e Informes de Riesgo de los miembros del CIAT.

· Análisis y evaluación del SAT en zonas de conflicto por parte de la Defensoría del Pueblo.

· Evaluaciones del orden público de la Policía Nacional.

· Violaciones de derechos humanos y DIH registrados por el observatorio de derechos humanos de la Vicepresidencia,

· Base de datos de derechos humanos del CINEP, principalmente a través de la publicación Noche y niebla y la base de datos en línea asociada a ella.

· Archivos de prensa de violación de derechos humanos del CINEP.

· Entrevistas con autoridades locales en cada departamento.

En los apéndices se encuentran las tablas que muestran la efectividad de los Informes de Riesgo, Notas de Seguimiento y Alertas Tempranas emitidas en cada departamento. El diagrama 3 muestra una síntesis de los resultados encontrados. 

Para superar el problema de las definiciones, se han utilizado las categorías generales y criterios de violaciones de derechos humanos de la Defensoría del Pueblo. Luego se ajusta, si es posible, la información del CINEP, el Observatorio de Derechos Humanos y la Policía Nacional. Lo anterior debido a que las categorías de la Defensoría del Pueblo corresponden a los tipos de violaciones o prohibiciones enumeradas en los tratados internacionales de derechos humanos y las convenciones del derecho internacional humanitario. También  corresponden a las categorías que se encuentran en los Informes de Riesgo iniciales. 

Diagrama 3: Efectividad del SAT-CIAT en Arauca, Choco  y Norte de Santander Nov. 2002 - Julio 2004
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Para mantener consistencia metodológica, fue necesario establecer si los tipos de violación de los DDHH que muestran los informes de riesgo iniciales sucedieron en efecto. Las categorías usadas entonces fueron:

-Masacres (asesinato de 3 o más personas)



-Homicidios selectivos de configuración múltiple

-Desplazamiento forzado 






-Desaparición forzada

-Restricción a la libre movilización de personas 



-Reclutamiento forzado

-Afectación de bienes indispensables para la supervivencia de la población civil 

-Enfrentamientos con interposición de población civil
-Ataques indiscriminados contra la población civil



-Utilización de métodos o medios para generar terror en la población civil




-Homicidios selectivos

-Siembra o posibles accidentes por minas antipersonales
De los 28 Informes de Riesgo generados por la Defensoría del Pueblo en estos tres departamentos, 10 terminaron siendo alertas tempranas o el 37%, escasamente la misma proporción nacional para 2003. Para todos los casos con por lo menos un informe de riesgo, el SAT fue exitoso el 42.85% de las veces, o un nivel levemente inferior a la evaluación nacional del Defensor del Pueblo. Sin embargo, en estos tres departamentos, la emisión de una alerta temprana por el CIAT no probó que fuera más efectiva que simplemente transmitir el informe de riesgo y las recomendaciones a las autoridades locales. De las 10 alertas tempranas, se dieron violaciones de DDHH en 6 y se previnieron en 4, o el 40%. 

Aunque se verificaron todas las violaciones con la base de datos y archivos de prensa del CINEP, así como con las entrevistas personales, no se encontraron mayores diferencias entre los datos de la Defensoría y el CINEP. La diferencia entre estos resultados y los de la Defensoría –que usa una muestra nacional-, se puede explicar por la intensidad del conflicto –particularmente en 2004- en estas regiones y la mayor dificultad de operación del SAT bajo estas circunstancias. Especialmente en los casos de Arauca y el Chocó, el sistema fue significativamente menos  eficaz que en el nivel nacional. 
B.
Evaluación del Proceso
Debido a que los componentes del SAT y el CIAT no están funcionalmente integrados, fue necesario desarrollar indicadores de éxito y fracaso para cada componente individualmente. De esta forma el equipo separó la función de alerta (las actividades del SAT supervisadas por la Defensoría del Pueblo) y las funciones de respuestas (supervisadas por el CIAT). Se desarrollaron indicadores apropiados para cada uno de estos dos factores. Igualmente, el equipo procuró, en la medida de lo posible, asegurar niveles razonables de información válida por intermedio de la revisión de varias  fuentes.  

En Al separar las funciones de alerta y respuesta del sistema, se desarrolló la siguiente matriz de indicadores de resultados exitosos y fracasos. Aunque hay una cifra importante de casos del primer año de operaciones del sistema se focalizó principalmente en como funciona desde noviembre de 2002. 

Matriz de indicadores: SISTEMA DE ALERTA TEMPRANA 
	
	Alerta

Defensoría del Pueblo (SAT)
	Respuesta

(CIAT- autoridades locales)

	Exito
	Los analistas regionales envían información confiable concerniente a una amenaza creíble, verificada por los analistas nacionales de la Defensoría del Pueblo, informe de riesgo (IR) transmitido oportunamente a la CIAT. 
	Las agencies verifican el IR, se emite la alerta temprana oportunamente a las autoridades locales, se toman las acciones apropiadas y la violación amenazada no se lleva a cabo. 

	Fracaso
	1) El analista regional recibe  la alerta pero no se comunica con la Defensoría del Pueblo y la violación se ejecuta.

2) La Defensoría del Pueblo recibe la información regional pero no se genera un IR y la amenaza se ejecuta.

3) Ningún analista regional cubre el área de riesgo, no hay información en el SAT, sucede la violación
	1) El CIAT recibe el IR y luego del proceso de verificación, se envía el IR a las autoridades locales sin alerta temprana, la violación ocurre;

2) se recibe el IR, se genera la alerta temprana, las autoridades locales toman medidas inadecuadas, la violación ocurre.

3) Se recibe el IR, se emite la alerta temprana extemporáneamente, la violación se efectúa.


Los casos fueron seleccionados de tal forma que, controlando otros factores, puedan ilustrar el éxito o fracaso de la etapa de alerta –las decisiones iniciales tomadas por los expertos regionales y aquellas posteriores tomadas por la Defensoría del Pueblo para crear un informe de riesgo- y de la etapa de respuesta –las decisiones tomadas en primer lugar por el CIAT y luego por las autoridades locales en respuesta a las recomendaciones del CIAT-. Se examinaron las decisiones con base en los siguientes indicadores:

· ¿Se verificó externamente la información recibida del analista regional, y fue la amenaza creíble (estaba la población civil en riesgo debido a las condiciones anotadas en el reporte de verificación)?

· ¿Fue lo suficientemente rápida la transmisión por parte de la Defensoría para permitir que el CIAT verificara y respondiera?

· ¿Recomendó el CIAT acciones que pudieron, con un alto grado de certeza, contribuir a prevenir la amenaza de violación?

· ¿Fueron notificadas oportunamente las autoridades locales para proceder a tomar acciones preventivas?

· ¿Cumplieron las autoridades locales las recomendaciones realizadas por los miembros del CIAT?

· ¿Ocurrió alguna violación en el municipio identificado en el informe de riesgo? 

Estos casos fueron seleccionados de una muestra nacional de todos los informes de riesgo y alertas tempranas emitidas. Destacan diferentes pautas de éxito y fracaso en puntos cruciales de toma de decisiones. También ilustran las tendencias en tres departamentos preseleccionados –Arauca, Chocó y Norte de Santander- así como dos casos urbanos –Ciudad Bolívar (Bogotá) y Barranquilla-.

Se utilizaron principalmente documentos y entrevistas estandarizadas para acceder al proceso en cada una de las etapas, para examinar la relación entre los análisis del SAT, las recomendaciones del CIAT, las acciones de las autoridades locales y su impacto en el resultado final –la violación o no de la alerta-. Las entrevistas a funcionarios regionales y nacionales y a analistas se concentraron en:

1) La valoración inicial de la situación elaborada por los analistas regionales del SAT.

2) Las metodologías utilizadas por los analistas nacionales para verificar la información y producir un informe de riesgo.

3) La decisión del director del Sistema de Alerta Temprana, quien es un funcionario de la Defensoría del Pueblo, de emitir un informe de riesgo y enviarlo directamente al coordinador del CIAT en el Ministerio del Interior. (desde marzo de 2004, se adhirió un paso adicional: el director del SAT envía el potencial informe de riesgo al Defensor del Pueblo, quien luego toma la decisión de enviarlo al CIAT)

4) La decisión del CIAT de emitir una alerta temprana a las autoridades locales, basada en la verificación de cada una de la entidades miembro: en la mayoría de los casos esto lo hace la oficina de derechos humanos del Ministerio del Interior, la oficina de derechos humanos de las fuerzas armadas, la oficina de derechos humanos de la Policía Nacional, el DAS, el programa de derechos humanos de la Vicepresidencia, y desde abril de 2004  la Red de Solidaridad Social encargada de las políticas relacionadas con los desplazados.

5) Las acciones que efectúan las autoridades locales (civil, militar y policial) en respuesta a una alerta temprana o un informe de riesgo y en concordancia con las recomendaciones de las entidades del CIAT.
C.
Resultados de la evaluación del proceso: 

1.
Sistema de Alertas Tempranas: valoración de la función de alerta

El equipo se reunió en Bogotá con el director, el coordinador y los analistas nacionales del Sistema de Alerta Temprana en tres ocasiones diferentes, para discutir las metodologías y métodos de evaluación utilizadas por ellos.

En Arauca, Norte de Santander y el Chocó, el equipo acompañó a los analistas regionales en sus múltiples actividades, incluyendo el entrenamiento de personeros departamentales, conversaciones con organizaciones comunales y monitoreo de áreas rurales. Los miembros del equipo también entrevistaron a los analistas regionales a profundidad  en relación con los procedimientos de verificación en casos particulares.

Basado en las entrevistas, observación y documentación disponible, se llegó a las siguientes conclusiones:

Información verificada externamente

Los analistas regionales aparentemente se guían por los procedimientos esbozados en el manual de procedimientos vigente: seguir el formato de la “ficha de verificación”, descripción de toda la información disponible concerniente a la amenaza específica y consulta de las últimas tres diferentes fuentes para verificar los hechos en el territorio.
Las “fichas” contienen nombres e identificaciones de informantes y de fuentes de información. Éstas no se mantienen en el archivo de la Defensoría con los informes de riesgo y son confidenciales por ley. Por lo anterior el equipo no pudo valorar de conformidad en todas las regiones.

El equipo notó que, mientras los analistas regionales estaban dispuestos a consultar con oficiales sin rango en las estaciones de policía municipales, en los casos investigados no consultaron a comandantes departamentales ni de la Policía ni del Ejército. La explicación de esto radical en que esta consulta incrementaría el, ya muy alto, riesgo personal por tratarse de un acto muy visible. Esta es una consideración importante. Sin embargo, el hecho de que ni siquiera se les de una llamada de cortesía a los oficiales militares ha contribuido a un alto nivel de desconfianza del SAT por parte de la fuerza pública.
La mayor causa de las fallas del sistema (no hay información y por lo tanto no se producen los informes de riesgo, ni las alertas tempranas), parecen ser los largos periodos de tiempo sin cobertura en las zonas de conflicto más peligrosas. Todo el Sistema de Alerta Temprana depende de poder tener un analista capacitado en el terreno, con suficiente cobertura de áreas de conflicto y de consistencia para construir confianza en las comunidades locales. Cambios frecuentes y periodos largos sin un analista regional debilita el sistema tanto en la etapa de alerta como en la de respuesta.

Los analistas nacionales siguen los procedimientos esbozados en el manual de procedimiento vigente: comparan la información recibida de los analistas regionales con la historia previa del conflicto y las violaciones de DDHH en el área, consultan otras fuentes de información tales como las noticias de los medios y bases de datos externas, analizan los niveles de amenaza y proveen toda la información disponible en el formulario  del Informe de Riesgo.

Cada analista nacional, encargado de una de las cinco regiones macro, compara la información recibida de los analistas regionales con otra documentación y amplios análisis de las tendencias de la región. Uno de los problemas es que existe un organigrama que indica quien debe informar a quien, así como un formato que los analistas regionales deben seguir. Pero no existe un manual sustantivo de procedimientos y procesos más allá de este organigrama. De esta forma, mucho depende de las iniciativas individuales y la formación previa tanto de los analistas regionales como de los nacionales.

La credibilidad de las amenazas. ¿Está en riesgo  la población civil debido a las condiciones enunciadas en el informe de riesgo, basadas en las pautas de violencia del área  y de los hechos conocidos del territorio? ¿Puede ser manipulado el sistema  por alguno de los actores armados?

El equipo concluyó que  es prácticamente imposible que una “falsa alarma” pase por el sistema. Asumiendo que los analistas regionales siguen los procedimientos y verifican la información con un mínimo de tres fuentes distintas, al igual que los analistas nacionales  y que las entidades representadas en el CIAT (Ejército, Policía y DAS) también llevan a cabo verificaciones internas, existen demasiados procesos de verificación como para permitir la manipulación. El sistema está diseñado entre el ruido y las “alarmas verdaderas”.

Lo que sí es posible es que alguno de los actores armados cometa violaciones de derechos humanos contra alguna comunidad, de tal forma que puedan activar el SAT y generar una serie de acciones militares. Esta posibilidad debe ser valorada por el personal militar y de inteligencia pertinente. Esto hace parte de la categoría tácticas de distracción que se utiliza en cualquier guerra. Sin embargo, dada la cantidad de procedimientos y sus demoras para emitir una alerta temprana, el sistema carece de la agilidad que sería necesaria para desviar efectivamente las operaciones militares en el terreno.
2.
Comité Interinstitucional de Alertas Tempranas (CIAT): valoración de la función de respuesta

El equipo se reunió en Bogotá con el CIAT en reunión informativa, individualmente con el director del programa de la Vicepresidencia en derechos humanos y con el consultor del MSD que actúa en esta oficina como asesor, con los representantes ante el CIAT de la agencia de la inteligencia de la Policía, la oficina de derechos humanos y asuntos humanitarios del Ministerio de Defensa, la oficina de derechos humanos del Ministerio del Interior, el grupo de análisis estratégico del DAS y los consultores MSD encargados del CIAT. También se presentó la oportunidad de asistir a una reunión del CIAT, donde se tomaron las decisiones de si convertir en alertas tempranas una serie de informes de riesgo recibidos. 

En Arauca, Norte de Santander y Chocó, el equipo se entrevistó con los altos oficiales locales de la policía, el ejército y el DAS, así como con funcionarios de los gobiernos departamentales, particularmente con los encargado de derechos humanos en cada una de estas entidades.

Adicionalmente, se revisaron toas las actas de las reuniones del CIAT desde sus inicios para entender más profundamente el proceso de toma de decisiones.

Según el plan de trabajo del CIAT para el periodo 2004-2005, deben crearse e implementarse un manual de procedimientos, un plan de capacitación para los miembros y consultores del CIAT, protocolos de recolección de datos y un sistema de información del CIAT. Sin embargo, estos procesos se encontraban muy incipientes en el momento de la evaluación.

Procesos de verificación de los Informes de Riesgo enviados por el SAT

En todos los casos en los que se presentó documentación, la oficina de derechos humanos de la Vicepresidencia realizó sus propias investigaciones para cada informe de riesgo, usando formatos que se refieren directamente a la localización del tipo de amenaza presente en el informe, donde se anota la fuente que se contactó en el proceso de verificación y sus respuestas. 

La Policía Nacional investiga los informes de riesgo y les pide a sus agentes la información en un plazo de ocho días. En estos casos, los agentes locales cumplen a cabalidad y oportunamente, utilizando el formato de verificación que se refiere al informe de riesgo.

El Ejército investiga los informes de riesgo en la mayoría de los casos. La solicitud de información sobre la presencia de actividades de grupos armadas en el área es procesada de dos a tres días, y la respuesta se refiere al informe por número. Es de anotar que la oficina de derechos humanos del Ministerio de Defensa está desarrollando un proceso de verificación sistemático, pero se encuentra aun en una etapa de borrador. 

El DAS aporta materiales de inteligencia en el transcurso de una semana de haber recibido los informes de riesgo, cuando existe información disponible. Sin embargo, la información no hace referencia específica a la amenaza citada en el informe ni al informe de riesgo como tal.

Tiempo de respuesta del CIAT

Existe u problema fundamental en los tiempos –sea la amenaza inminente o no-. El sistema del CIAT es solo efectivo para alertas tempranas y no para respuestas de emergencia. Igualmente, la oficina del SAT de la Defensoría no tiene la capacidad de responder a emergencias. Actualmente ninguna de las dos tiene un método claro para determinar la inminencia de la amenaza.

Las soluciones a este problema, defendidas por varias agencies de las Naciones Unidas, son la comunicación de informes de riesgo con carácter de urgencia a la  Sala de Situación Humanitaria  manejada por la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios y el establecimiento de procesos expeditos de comunicación entre el SAT y el CIAT para atender expresamente situaciones de emergencia.

Varias de las personas entrevistadas se quejaron de que, aun cuando una amenaza apenas aparece pero todavía no una emergencia, el SAT y sus directores son muy precavidos de emitir informes de riesgo una vez los analistas han concluido que la amenaza no existe. De ahí en adelante el informe queda en el limbo por tres o cuatro semanas hasta que el CIAT se encargue de la situación. Un estudio del SAT encontró que el tiempo promedio entre el informe de riesgo y la acción del CIAT es de 21 días. Para ese momento, las violaciones ya se pudieron efectuar.

Las decisiones del CIAT de emitir alertas tempranas y recomendaciones

El CIAT decide no emitir una alerta temprana en la tercera parte de los informes de riesgo recibidos (65% del total de los casos en 2003, y el 63% de los casos en Arauca, Chocó y Norte de Santander entre noviembre de 2002 y julio de 2004). Por el contrario, el CIAT envía los informes de riesgo a las autoridades locales y da algunas recomendaciones generales. 

El CIAT no ha desarrollado protocolos ni criterios para determinar cuando y cuando no emitir una alerta temprana. Tampoco ha desarrollado líneas claras que definan el significado e importancia de la declaración de alerta temprana en comparación con el envío de los Informes de Riesgo a las autoridades locales sin alerta temprana.

En las reuniones del CIAT no hay un representante de la Defensoría que explique, defienda o amplíe la especificación cuando sea necesario. En muchos casos, los miembros discuten la seriedad de las amenazas basados en las verificaciones realizadas por ellos mismos. En los momentos de controversia o desacuerdo, parece no haber procedimientos adecuados para sobrepasar la dificultad. Muchas valoraciones válidas realizadas en los Informes de Riesgo, se minimizan incorrectamente. 
Al mismo tiempo, las recomendaciones del CIAT solo producen guías generales. Inicialmente las recomendaciones del CIAT eran muy genéricas, tales como: “La Fuerza Pública debe tomar en cuenta las alteraciones del orden público que ocurren en La Platanera y La Balsa.” 
 La recomendación principal que acompaña a la mayoría de las alertas tempranas es la siguiente: el gobernador debe convocar un Consejo de Seguridad departamental e implementar las medidas necesarias.
 Sin embargo, esta misma recomendación se hace muchas veces donde no hay una Alerta TempranaH.

Otras recomendaciones hechas por el CIAT, independientemente de que haya una alerta temprana fueron:

· Reforzar la presencia militar

· Desarrollar un plan de seguridad

· Atender las necesidades humanitarias de la población desplazada

· Continuar con las operaciones en curso

· Incrementar las fuerzas militares ( de policía) en el territorio

· Proveer mayor protección a la población

· Hacer todo lo posible para evitar otras violaciones de derechos humaos o mayor 

desplazamiento

· Apoyar el regreso de la población desplazada a sus comunidades de origen

· Llevar a cabo jornadas humanitarias

· Registrar la población y mantener operaciones militares 

· Desarrollar una respuesta integral al problema de los cultivos ilícitos

Ni el CIAT ni  ninguno de sus entidades miembros han definido medidas específicas que deban tomar las autoridades locales (policía y ejercito) en las regiones en respuesta de la amenaza particular descrita en el informe de riesgo o la alerta temprana.

En el territorio también hay confusiones entre los informes de riesgo y las alertas tempranas. Ambas son emitidas por el CIAT y están acompañadas por recomendaciones del Ministerio del Interior. Cuando se les pregunta a los funcionarios locales no pueden diferenciar entre las dos. 

Los miembros del CIAT individualmente no han desarrollado protocolos para comunicar, a sus funcionarios en las regiones, mecanismos de respuesta con autoridad. Es más en la mayoría de los casos las reuniones del CIAT de cada institución se realizan con rangos medios o funcionarios de bajo nivel. En cuanto a esto, los miembros del CIAT y sus funcionarios le respondieron al equipo que lo fundamental no es el alo nivel de los funcionarios involucrados en el CIAT, sino el compromiso institucional. Esto es cierto, sin embargo, el equipo considera que las decisiones y recomendaciones provenientes del CIAT no se integran adecuadamente en las acciones subsiguientes de cada entidad y que existe un bajo conocimiento general sobre el trabajo del SAT y el CIAT más allá de un pequeño grupo en cada institución miembro -particularmente en el Ejército, la Policía, el DAS y la Red de Solidaridad Social-.  

Las decisiones del CIAT son transmitidas por su coordinador desde el Ministerio del Interior. El coordinador envía recomendaciones en el formato de  una breve carta al gobernador, el secretario del interior, el asesor departamental de paz –si existe-, el comandante del Ejército, y el comandante de la Policía. Sin embargo, el CIAT carece de autorización legal para hacer cumplir estas recomendaciones. 

El resultado del proceso es que la mayoría de las decisiones específicas no las termina tomando el CIAT sino los consejos departamentales y locales de seguridad. Éstos son convocados por el gobernador, y los conforman generalmente funcionarios (elegidos y nombrados) de alto nivel y los oficiales de alto rango del ejército, la policía y de inteligencia asignados al departamento. La participación activa de altos funcionarios elegidos popularmente en el departamento es una ventaja potencia si tienen suficiente conocimiento y apoyan los objetivos del SAT. Sin embargo, hasta el momento –con contadas excepciones- no hay suficiente conocimiento o aceptación del SAT entre los funcionarios locales, comenzando por los gobernadores y los comandantes de ejército y policía. La consecuencia mayor es que los asuntos de derechos humanos contenidos en los informes de riesgo de la Defensoría y las recomendaciones del CIAT, se disuelven entre las amplias prioridades de seguridad del momento. 

Los casos más exitosos en prevención han ocurrido cuando la autoridad civil local toma iniciativas para disminuir las tensiones y proteger la población, al crear mecanismos de diálogo en las comunidades y de desarrollado apoyados con métodos apropiados de seguridad. Uno de los casos más exitosos sucedió cuando e CIAT emitió una alerta temprana para diez barrios de Ciudad Bolívar en Bogotá en mayo de 2004 para difundir el conflicto creciente entre las milicias urbanas de las AUC y las FARC y pandillas juveniles, que pusieron a la población civil en riesgo. El alcalde mayor de Bogotá convocó a un consejo de seguridad de civiles, militares y policías y, de manera visible, diseñó programas para atender las amenazas de seguridad y tensiones sociales que se encontraban detrás de la alertas. El Alcalde tomó el liderazgo autorizando e implementando las siguientes medias: 

· Crear un plan social para la zona

· Asignar una fuerza especial de trabajadores sociales, psicólogos y especialistas en  

                  resolución de conflictos para el área

· Asignar un fiscal permanente para la zona 

· Incrementar la fuerza policial en 120 hombres de bloque de búsqueda para el área

· Reforzar las capacidades investigativas del DAS, la Dijin y el CTI. 

Casos donde fracasó el sistema, tales como los muy conocidos casos de Bojayá (Chocó), Tame (Arauca) y La Gabarra (Norte de Santander) que se muestran en los apéndices en las tablas de los casos de Arauca, Chocó y Norte de Santander respectivamente, representan con frecuencia casos donde las autoridades civiles no afrontaron adecuadamente las alertas descritas en una serie de reportes de riesgo, notas de seguimiento o alertas tempranas y donde la respuesta general fue la de continuar el normal desarrollo de las operaciones militares en el área.

Ampliación del rango de respuestas del CIAT
Dada la forma como opera el sistema, ha habido una sobredependencia en el desarrollo del sistema del personal de seguridad y las soluciones militares como respuesta a las amenazas de violaciones de derechos humanos. Los mecanismos de iniciativas y respuestas civiles han sido subutilizados. Éstos incluyen, entre otros, los esfuerzos de resolución de conflicto en el nivel comunal; atención y diálogo concertado a los residentes por parte de las autoridades elegidas popularmente –como el caso de Bogotá-; acompañamiento nacional, internacional y de ONGs a los grupos o individuos amenazados;
 esfuerzos de alivio humanitario; evacuación controlada; iniciativas de inversión y desarrollo estatal. 

Este énfasis en las fuerzas de seguridad para responder a las emergencias de derechos humanos y DIH, no satisfacen a casi nadie, menos aún a la Policía y las fuerzas armadas. Tiende a colapsar las preocupaciones de derechos humanos y DIH –la protección de la población civil de lo efectos del conflicto armado– en las estrategias de seguridad y militares del Estado. Éstas deben ser complementarias, no son lo mismo. Las fuerzas armadas y la Policía se quejan porque los informes de riesgo y las alertas tempranas son vistas por muchos como una interferencia contraproducente de los civiles en los asuntos de seguridad, que interrumpen acciones militares en curso. Si la Policía y el Ejército respondieran con la apropiada fuerza en cada uno de los casos, tendrían que expandirse demasiado. Como no pueden dejar permanentemente fuerzas de emergencia en un lugar, las respuestas tienen que ser necesariamente temporales. El resultado es que, por momentos, su presencia intermitente termina creando una peor situación para la población. Una vez cesa la presencia militar o disminuye el incremento de policías, los grupos armados ilegales generalmente regresan y perjudican a la población por haber solicitado la presencia militar/policial.

Se necesitan respuestas civiles y militares que sean integrales y sostenibles tanto para las amenazas inminentes como para aquellas de mediano plazo. Esto es aun más necesario cuando la población amenazada proviene de dos tipos de contextos sociales:   1) áreas remotas donde la presencia estatal ha sido mínima y donde los actores armados han mantenido una presencia importante, en algunos casos, durante décadas; 2) zonas urbanas que se han visto influenciadas por refugiados de la violencia rural y donde las milicias urbanas se han mezclado con delincuencia local. 

¿Han contribuido las acciones recomendadas por el CIAT en la prevención de amenazas de violaciones de derechos humanos?
El análisis de la información de la sección III-a revela algo para comenzar: una simple alerta retórica de SAT o el CIAT produce resultados demostrables. El promedio de éxito del SAT y del CIAT desde sus comienzos, ha sido mayor al 50%. Además las Defensoría del Pueblo descubrió que cuando del CIAT emite una alerta temprana –y por lo tanto asignándole mayor atención y preocupación- el promedio de éxito incrementa. Esto sucede en el contexto de la ausencia de recomendaciones sistemáticas o de protocolos aceptados de las autoridades locales sobre las medidas que se deben tomar en repuesta a la alerta temprana.

¿Qué sucede en el 50% de los casos donde el sistema falla en la prevención de las violaciones masivas? ¿Por qué ocurren violaciones de derechos humanos a pesar de las acciones tomadas por las autoridades locales? Aunque el grupo de trabajo pudo indagar en algunos casos específicos, el CIAT no tiene la metodología para realizar el seguimiento con las autoridades locales, tampoco tiene una metodología para evaluar los resultados  de las acciones tomadas en respuesta de las alertas tempranas o de los informes de riesgo. El coordinador del CIAT discutió estos problemas metodológicos con el equipo. Para el momento de esta evaluación, el CIAT estaba buscando activamente el desarrollo de indicadores de resultados positivos de las acciones tomadas por el Estado en respuesta de los informes de riesgo, para suplementar el crudo indicador de si la violación de los derechos humanos alertada ocurrió o no. De esta forma se podría incrementar sustancialmente el grado de éxito de sistema.

Uno de los obstáculos principales para medir la efectividad del CIAT, es que ningún funcionario del gobierno local está obligado a informarle al CIAT que acciones específicas fueron tomadas en concordancia con las recomendaciones. El sistema actual de informes mensuales de orden público por parte de los gobernadores, no está diseñado para cumplir este propósito, tampoco es una herramienta adecuada para medir el mecanismo de respuestas del SAT.

D. 
¿Cómo involucrar el Sistema de Alerta Temprana en un programa nacional de prevención de violaciones de derechos humanos?



 Un sistema de alerta temprana debe tener la capacidad de identificar:

1) Amenazas de emergencia de carácter inmediato, 

2) Amenazas que se están desarrollando y que probablemente resulten en violaciones de derechos humanos en un periodo de 3 a 6 meses,

3) Amenazas a largo plazo para implementar medidas preventivas. 

Cada tipo de amenaza debe generar una respuesta apropiada y oportuna, cuya naturaleza dependerá de las condiciones de la situación. 

El Defensor delegado para la evaluación del riesgo de la población civil como consecuencia del conflicto armado, quien es el director del SAT, define el sistema dentro del amplio mandato que tiene la Defensoría del Pueblo en derechos humanos. El SAT ha delineado una serie de objetivos estratégicos y específicos que incluyen la alerta temprana, prevención de conflicto, intervención humanitaria y resolución de conflictos: 

Objetivos estratégicos:

· Asegurar la exclusión y protección de la población civil del conflicto armado y  

                  sus consecuencias.

· Promover la adopción de medidas estratégicas y preventivas para proteger la 

                  población civil y para prevenir la violación de sus derechos y reducir a un mínimo  

                  los daños causados por el conflicto.

· Apoyar, desde la perspectiva de la intervención humanitaria, la generación de        

                  espacios y actitudes que favorezcan la solución política del conflicto armado.

Objetivos específicos:

· Institucionalizar un mecanismo efectivo y confiable para manejar la información    

y realizar análisis de riesgo con el fin de contribuir a una respuesta óptima y              

adecuada atención por parte del Estado a las comunidades en riesgo como 

resultado del conflicto armado.

· Promover y colaborar en la coordinación de cooperación entre el Estado, las   

comunidades y las organizaciones sociales con el fin de lograr consensos en el desarrollo de planes de acción para prevenir violaciones de derechos humanos en los diferentes contextos regionales y territoriales.

· Alertar a las autoridades competentes acerca de la posible violación masiva de  

derechos humanos con el fin de proteger a la población afectada e implementar las acciones necesarias para disuadir, controlar, mitigar o superar la amenaza indicada.

· Elaborar y difundir investigaciones y estudios que cubran los diversos contextos         

nacionales y regionales, que analicen aspectos estructurales del conflicto armado, con el fin de determinar la vulnerabilidad y exposición de riesgo que enfrenta la población civil, para de esta manera formular políticas públicas apropiadas para afrontar la situación.
 

Muchos aspectos de esta agenda están contenidos en programas más amplios de prevención del conflicto, llevados acabo actualmente –de forma separada- por el Ministerio del Interior, el programa de la Vicepresidencia de la República en derechos humanos, y dentro del programa de Departamentos y Municipios seguros, descritos arriba. En efecto, el SAT se concibió inicialmente como parte de un sistema nacional de prevención de violaciones masivas de derechos humanos.
 Sin embargo, hasta la fecha, estas iniciativas no se encuentran bien coordinadas.

El trabajo de la Defensoría del Pueblo en prevención de conflicto en general, y el SAT en particular, ha desarrollado una capacidad analítica única que puede reforzar, ampliar y complementar estas otras iniciativas, manteniendo al mismo tiempo la autonomía de la Defensoría. La Defensoría debe continuar desarrollando este componente como elemento esencial de su trabajo y como recurso para otras organizaciones del Estado y la sociedad civil. 

Sin embargo, es el tercer objetivo mencionado –alertar a las autoridades competentes sobre las posibles violaciones de derechos humanos y asegurarse de que se tomen las medidas necesarias para proteger a la población civil- el que debe verse como elemento central de un sistema de alerta temprana efectivo. Como ha mencionado el Defensor, esto debe llevarse a cabo en concordancia con los principios de protección humanitaria, respeto de las autoridades institucionales, imparcialidad y velocidad.
La Defensoría del Pueblo hace parte del Ministerio Público, por lo cual no realiza políticas públicas. Su misión es asegurar que el diseño y la aplicación de políticas estén conforme a las reglas establecidas en un estado democrático y de derecho. 

El SAT se debe ver y utilizar principalmente como un mecanismo de respuesta rápida que pueda, rápidamente, alertar a los actores relevantes del Estado sobre las amenazas inmediatas y de mediano plazo y que pueda ayudar a orientar una respuesta efectiva del estado para prevenir la violaciones de derechos humanos. Los principales componentes del SAT son los Informes de Riesgo y las notas de seguimiento emitidos por una de las instituciones de control del Estado, la que posee mayor legitimidad; la Defensoría del Pueblo. Desde esta base, el Estado tiene la obligación de responder a amenazas inmediatas que involucren violaciones de derechos humanos y del DIH. Este hecho justifica la existencia del CIAT, y lo obliga a actuar de la manera más decisiva posible. Pero al mismo tiempo, esto no exime a la Defensoría del Pueblo, o a cualquier otra institución del Ministerio Público, de su mandato constitucional de supervisar las acciones del Estado y de cuestionar oficialmente las actuaciones del gobierno en relación a los derechos humanos.

IV.
CONCLUSIONES PRINCIPALES

· El Sistema de Alerta Temprana de Colombia es un instrumento único, pionero internacional e instrumento esencial de la política gubernamental para proteger los derechos humanos y asegurar el respeto del DIH. Es un modelo para responder de manera rápida y efectiva a las amenazas de violaciones masivas de derechos humanos inmediatas y en desarrollo antes de que ocurran. A pesar de las deficiencias indicadas, el sistema ha demostrado responder de forma exitosa en el 50% de las amenazas de violaciones de derechos humanos. 

· Es imperativo que el sistema se vuelva aun más efectivo y que mejore su grado de éxito sustancialmente, dadas la actual crisis humanitaria y las demandas sociales por un sistema de protección y respuesta en las zonas del conflicto.

· Aunque existen una variedad de programas nacionales e internacionales para promover la seguridad democrática y/o la asistencia humanitaria, no hay en la actualidad ningún otro programa que pueda responder potencialmente de una forma tan efectiva a las emergencias y situaciones del mediano plazo donde la población civil se encuentre en riesgo como resultado del conflicto armado.

· En la actualidad, las recomendaciones del CIAT y su traslado a los consejos de seguridad departamental, enfatizan -de una forma exagerada- las respuestas de seguridad y las operaciones militares en curso al enfrenar las amenazas inmediatas, y subutilizan medidas de resolución de conflictos, acompañamiento y de desarrollo, en coordinación con otros actores estatales, internacionales y ONG´s

· Los componentes de alerta y respuesta del sistema no se encuentran integrados adecuadamente. Además, el componente de respuesta liderado por el CIAT no está legalmente constituido y no tiene autorización legal para requerir obligatoriedad por parte de las autoridades locales. Éstas no están obligadas a informar al SAT/CIAT sobre cuales medidas toman específicamente en respuesta a los informes o alertas y cuales son sus resultados en términos de derechos humanos y DIH. La informalidad de estos acuerdos disminuye el compromiso, reduce el carácter de urgencia y dificulta el subsiguiente proceso de evaluación.

· Dada la limitada capacidad del gobierno colombiano en aumentar su compromiso material, el futuro del programa se mantiene incierto. Se deben hacer esfuerzos para asegurar la futura sostenibilidad del sistema.

· Hay una necesidad de coordinar de una mejor forma el SAT con el trabajo de las agencias internacionales humanitarias y de desarrollo, incluyendo la Sala de Situación Humanitaria de OCHA, e involucrar una mayor participación de Organizaciones no Gubernamentales relevantes de derechos humanos y humanitarias.

V.
RECOMENDACIONES GENERALES
El SAT debe funcionar como un brazo integral de las políticas de prevención de conflicto y derechos humanos del Estado y como parte de sus compromisos, bajo el derecho internacional, de proteger a la población civil de los efectos del conflicto armado.

Para hacer esto:

1)  El SAT y el CIAT tienen que funcionar como un sistema de respuesta más integrado, utilizando metodologías comunes de valoración y evaluación.

a) para afrontar las necesidades de emergencia, el CIAT debe ser elevado a una unidad de tiempo completo (24 horas) con la autoridad legal y el suficiente nivel para tomar decisiones y requerir acciones inmediatas. Las autoridades locales relevantes deben informar de manera oportuna tanto las acciones que se han tomado (máximo una semana), como sus efectos (mensualmente durante el curso de la activación de la alerta).

a) El director del SAT, como representante de la Defensoría del Pueblo y el equipo de analistas de SAT deben estar presentes en casa reunión del CIAT donde sean evaluados los informes de riesgo y  se tomen decisiones en torno a las recomendaciones, para explicar más ampliamente las razones del informe y para proveer aclaraciones y detalles más profundos. 

b) La Defensoría del Pueblo debe enviar automáticamente copias del informe de riesgo a la Procuraduría General para que ésta esté enterada de las violaciones de derechos humanos y el DIH. 

c) El CIAT necesita desarrollar una serie de protocolos y criterios para determinar  cuando un informe de riesgo debe ser elevado a alerta temprana. Una forma de hacer esto sería catalogando todas las amenazas inmediatas como alertas tempranas, mientras que las amenazas a mediano plazo pueden permanecer como informes de riesgo, a ser enviados con las respectivas recomendaciones a las autoridades locales.

d) Las alertas tempranas deben tener un mayor carácter de urgencia y promover que las autoridades locales acojan las medidas de seguridad y respuesta civil para afrontar la situación. 

Los informes de riesgo deben ser analizados con igual urgencia. Sin embargo, el mecanismo de respuesta  puede admitir un periodo de tiempo un poco más largo, permitiendo que las autoridades locales desarrollen respuestas más coherentes, integrales y duraderas.

Los líderes locales y sus colaboradores deben estar capacitados para entender las diferencias entre los dos tipos de alertas.

e) El CIAT debe recomendar una serie de medidas de seguridad e iniciativas civiles para confrontar tanto las emergencias como las amenazas de mediano plazo descritas en los informes de riesgo o las alertas tempranas. En general, las amenazas más inmediatas, requerirán más probablemente una variedad mayor de medidas de seguridad, mientras que aquellas de mediano plazo deben incorporar  de manera más completa las amplias iniciativas que involucren al Estado, los civiles, la comunidad internacional y ONGs selectas.

No existe una formula que adapte todas las respuestas específicas de un tipo particular de violación. En cada caso, el CIAT y las autoridades de toma de decisiones locales  deben estar en la capacidad de seleccionar de una gama de opciones  y herramientas lo suficientemente amplia para responder a la situación. Las medidas de seguridad pueden incluir: convocar a un consejo de seguridad departamental, ampliar las tropas del ejército, fortalecer la presencia policial y de inteligencia, crear puntos de control, generar operaciones de ofensiva militar contra grupos ilegales en el área, con especial atención de mantener a la población civil fuera del conflicto. Otras mediadas –no militares o de seguridad- pueden incluir: protección estatal a través de la Defensoría del Pueblo (en el modelo del programa de Defensorías comunitarias creado con la asistencia del gobierno de Suecia), inversión social acción humanitaria, acompañamiento nacional e internacional y mayor insumo y participación de la comunidad en las medidas de protección.

1) Los informes de riesgo emitidos por el SAT de la Defensoría del Pueblo, deben ser documento públicos: 

a)
desde noviembre de 2002, con la creación del CIAT, todos los informes de riesgo y las alertas tempranas quedaron cubierta bajo la figura de Seguridad Nacional, reversando las publicaciones anteriores de las alertas tempranas de la Defensoría. Existe una gran preocupación entre las organizaciones internacionales humanitarias y ONG´s por el cambio de política, la cual fundamentalmente retiró a casi todos los actores del proceso, con la excepción de algunos actores estatales fundamentales.

Una política de derechos humanos debe ser lo más transparente posible. Se recomienda con vehemencia que los informes de riesgo sena públicos y accesibles a todos los ciudadanos interesados, así como a los actores nacionales e internacionales. Entre más abierto sea el sistema, mayor su eficiencia y capacidad de respuesta.

La Defensoría del Pueblo podría publicar los informes de riesgo en una página web especial. (Es de anotar que los informes de riesgo no revelan las fuentes, que son conservadas en un documento separado –en la ficha de verificación-, el cual debe mantenerse reservado)

f) El CIAT, si así lo desea, puede mantener la confidencialidad de sus recomendaciones. Sin embargo, se recomienda que la decisión de convertir un informe de riesgo en alerta temprana sea pública.

g) La oficina en Colombia de la Naciones Unidas para asistencia humanitaria, OCHA, ha expresado un gran interés en participar en el SAT. Se recomienda que el SAT trabaje con OCHA en el desarrollo de respuestas a emergencias para las violaciones inmediatas, cuando la situación así lo requiera.

Todos los informes de riesgo se deben enviar inmediatamente a la Sala de Situación Humanitaria de OCHA. OCHA estaría siendo motivada para verificar la información y para trabajar con el CIAT y funcionarios locales en el desarrollo de una respuesta rápida, no militar y de carácter complementario.

Muchos de esto asuntos se negociaron entre las Naciones Unidas, agencias de derechos humanos y humanitarios con funciones en Colombia, y el gobierno de Colombia en el momento de la evaluación. Arguyendo motives de seguridad nacional, OCHA debería estar en la capacidad, simultáneamente, de valorar la amenaza y trabajar con el CIAT y las autoridades locales para prevenir violaciones potenciales. Si una mayor atención implica una mayor efectividad, como lo sugiere este estudio, entonces el involucramiento de OCHA probablemente mejorará la efectividad del sistema. 

La Agencia Colombiana de Cooperación Internacional (ACCI), está financiando actualmente un acuerdo con el grupo de los 24 y con otros donantes internacionales, incluyendo la Comisión Europea, Japón,  y otras naciones para lograr un plan para la acción humanitaria, PAH, liderado por ACNUR, OACDH, HCHR y OCHA. Una sección de este acuerdo está encaminada a apoyar el Sistema de Alerta Temprana de la Defensoría del Pueblo. Incorporar esta mediad implicaría, no solo una mayor capacidad de respuesta, sino que abriría el sistema a un mayor aporte financiero y logístico internacional. Actualmente, casi todo el peso del sistema recae sobre  Estados Unidos, sería útil pensar en ampliar estas responsabilidades.

A.
Otras recomendaciones:

Organizacionales

1. El SAT necesita estar más integrado en la estructura de la Defensoría del Pueblo en los nivelas nacional y regional. En agosto de 2004, los 24 analistas regionales, los cinco analistas nacionales (había dos vacantes en ese momento) y el director del SAT eran empleados del MSI y no de la Defensoría. Solamente el Defensor delegado era funcionario público. Altos funcionarios de la Defensoría expresaron al equipo de evaluación su preocupación por las prácticas  de contratación y la independencia e integración de los contratistas tanto en la oficina de Bogotá como en las 24 regionales.

Sería recomendable comenzar un proceso de mayor responsabilidad y sentido de pertenencia del SAT por parte de la Defensoría del Pueblo y el gobierno colombiano, de tal modo que pueda sobrevivir una reducción en la financiación de USAID o del Plan Colombia. Una mayor integración organizacional también elevaría el peso del SAT en los consejos estatales 

2. Debe compartirse la retroalimentación entre los dos componentes del sistema, el SAT y el CIAT. Ambas entidades deben ser capaces de evaluar sus operaciones analizando todos los reportes enviados a CIAT por parte de las autoridades locales, incluyendo la policía y el ejército, cuando sea posible. Debe haber una mejor definición del tipo de inteligencia o información que se mantiene clasificada por motives de seguridad. 

3. 
Los analistas regionales de la Defensoría deberían, en la medida de sus posibilidades y en niveles razonables de seguridad personal, consultar con los oficiales de la policía y el ejército departamentales encargados de derechos humanos. Estas deben ser consideradas como fuentes adicionales -al mínimo de tres con las que se cuenta actualmente- de verificación.

4. Para poder mitigar los actuales índices de desgaste ocupacional , se les debe dar a los analistas regionales un descanso de una semana cada tres meses con viáticos. Donde sea posible, se les debe pedir a los analistas regionales que se comprometan con el trabajo por un mínimo de 8 meses, salvo que circunstancias especiales requieran que el tiempo sea menor. Este tiempo es necesario para establecer lazos de confianza y buenas relaciones con las comunidades locales y con las autoridades en zonas de conflicto. Sus salarios deben ser aumentados para que incluyan seguro médico y de vida.
5. Para superar las preocupaciones de las fuerzas de seguridad del Estado en el sentido de que el SAT pueda impedir sus esfuerzos de guerra, los coordinadores del SAT deben compartir los informes de riesgo y las notas de seguimiento directamente con los oficiales encargados de la seguridad y la protección de los derechos humanos, particularmente en el marco del programa Departamentos y Municipios Seguros y las políticas actuales del gobierno colombiano para descentralizar muchos programas de derechos humanos de lo nacional a lo local. De esta forma existe la oportunidad de incorporar información concerniente a las poblaciones civiles locales y las medidas para protegerlas directamente en las estrategias y planes operacionales en el nivel local.

6. 
Es importante y necesario difundir y publicitar las metas del SAT. El presupuesto FY04-05 incluye fondos para una red de radio comunal, videos para utilizar en talleres y programas de capacitación, página web, impresión de publicaciones y estrategias de radio y televisión. En la medida de lo posible, asignar fondos para montar una campaña nacional de información pública, basada en radio, televisión, al igual que en materiales impresos de amplia circulación. 

7. El SAT debe realizar, lo más pronto posible, seminarios los fines de semana, dirigidos a gobernadores y otros funcionarios relevantes, así como a altos oficiales de la Policía y las Fuerzas Armadas para capacitarlos sobre las metas y prácticas del SAT/CIAT.

Logísticas
1. Un sistema de alerta temprana no puede funcionar donde las autoridades locales y otras fuentes no tienen recursos de telecomunicaciones. El SAT  tiene contratos con proveedores de comunicaciones (Comcel y BellSouth) para equipar a los analistas regionales. El presupuesto del SAT debe incluir igualmente provisiones para las telecomunicaciones, incluidos teléfonos celulares donde no existan líneas locales y acceso a Internet paras las autoridades locales en los centros urbanos. Esto se podría lograr en cooperación con otros donantes internacionales.

2. De igual forma, los analistas regionales no pueden desarrollar sus labores sin medios de transporte y aparatos de telecomunicaciones adecuados. Donde sea posible, la Defensoría debe hacer los esfuerzos para proveerlos.

Metodológicas
1.
Tiempos:

No es razonable esperar que el sistema sea capaz de especificar la fecha y hora de un ataque, pero los analistas del SAT deben desarrollar un método más riguroso para clasificar el rango de inmediatez, especialmente dada la importancia que le del CIAT a la inminencia en la toma de decisión sobre si emitir una alerta temprana o no.

2.
Grado de especificidad:

No es razonable esperar que el SAT sea capaz de especificar cuál vereda precisa será objeto de un ataque. La identificación de un municipio -o zona general dentro de un municipio- debe ser suficiente para permitir verificación por parte del ejército, la policía y las agencias de inteligencia. Desde el momento en que recibe un Informe de Riesgo, (los encabezados de los informes se refieren al departamento y el municipio, y unidades más pequeñas cuando es necesario) la Policía Nacional debe compararlo rigurosamente con su propia colección de inteligencia sobre el municipio, que es más sofisticada, mirando a unidades más pequeñas -corregimientos y veredas- cuando han sido indicadas en el informe y también a poblaciones vecinas. 

Para evitar confusiones o discrepancias entre los dos componentes en el sentido de si se emitió una alerta con anterioridad sobre una violación particular, todos los registros mantenidos tanto por el SAT como por el CIAT deben incluir mediadas tomadas por las entidades estatales en respuesta a los informes de riesgo, como han sido numerados los IR. Todos los registros deben poderse referenciar entre todas las entidades del Estado. 

 3. 
Definición de que constituye una violación: 

Definiendo la misión del SAT sobre la naturaleza de las violaciones que pueda prevenir: un problema que encontró el equipo de evaluación fue la tendencia a una aproximación muy amplia de la misión  del SAT, confundiéndolo con una política nacional de prevención de conflicto. El SAT debe ser un componente central de una política nacional de prevención, pero los Informes de Riesgo pierden su utilidad si se refieren a efectos de largo plazo y estructurales del conflicto interno como la pérdida de viviendas o la destrucción de la infraestructura necesaria. Este tipo de violaciones debe ser atendido rápida y efectivamente por la estrategia nacional de prevención de conflicto del gobierno, pero el SAT se debe enfocar en amenazas inminentes o de corto plazo a la vida y libertad de la población civil para ser efectivo.

Definiciones estándares: el SAT ha desarrollado una serie de parámetros que constituye una violación masiva, utilizando registros de acuerdo a las definiciones estándares de las convenciones y acuerdos internacionales. Todas las entidades del Estado deben consolidar sus registros de violaciones de manera uniforme. 

4. identificación y medición de la efectividad:

Como se vio en la sección III, el SAT ha desarrollado una medida de éxito y fracaso analizando si una violación alertada ocurre en los tres meses siguientes a la emisión del informe de riesgo o alerta temprana. El equipo de evaluación utilizó la metodología del SAT y la información de tres departamentos y la comparó con la información independiente del CINEP. Para esto, se utilizaron los estándares para definir violaciones de derechos humanos del SAT.

El MSD firmó un acuerdo con CINEP para compartir información de derechos humanos, que el CINEP recolecta de manera independiente. Sorprendentemente no se ha realizado el ejercicio de comparar la información oficial con la independiente con referencia a los Informes de Riesgo. 

Los resultados no se diferencian significativamente a los de la Defensoría del Pueblo. Se encontró que las violaciones reportadas no sucedieron (éxito) en el 42.8% de los casos. El SAT encontró una levemente más alta proporción del 47.6 al 56%.  El bajo nivel de éxito del sistema se puede explicar por la particular intensidad del conflicto en los tres departamentos estudiados.

Se propone que el MSD incorpore dos criterios de evaluación básica, uno en la medición de resultados, el otro en el proceso de valoración: 

Primero, tal como ha sido adaptado de la metodología del SAT, ¿ocurrió la violación alertada en los tres meses posteriores a la emisión del informe de riesgo o la alerta temprana? 

La ventaja de este método de evaluación es que no depende de la dinámica inesperada del conflicto interno armado. El universo de violaciones se limita a aquellas anticipadas que son sistemáticas o masivas y que se encuentran en los informes de riesgo y las alertas tempranas. Aunque es difícil probar la  relación causal directa entre el SAT/CIAT y la no violación de derechos humanos, ya que otros factores pueden estar involucrados, hay suficientes índices  para mostrar que  existe algún tipo de relación entre las operaciones del SAT y la consumación  de una violación, como para establecer tendencias y patrones.

Segundo, en términos de los procesos, ¿qué medidas implementaron las autoridades locales, y qué tan rápido y efectivo, desde el momento que recibieron el primer informe de riesgo del CIAT?

Medición de resultados:

Objetivo: Mejorar la efectividad del sistema medida por la no perpetración  de violaciones alertadas en un periodo de tres meses desde la emisión del informe de riesgo. 

Punto de referencia

El punto de partida para análisis futuros debe ser el siguiente: el porcentaje de casos (todos los casos donde se emitió un informe de riesgo) en que la violación alertada no ocurrió en los tres meses siguientes a la emisión del informe de riesgo o la alerta temprana.

(El SAT reporta esta figura entre el 47 y el 56% de todos los casos en 2003. MSD o un equipo contratado debe verificar las figuras del SAT, examinando cada Informe de Riesgo emitido en 2003 y referenciar al SAT, el CIAT, el observatorio de derechos humanos y las bases de datos del CINEP). El resultado proveerá el punto de referencia del proyecto.

Indicadores:

· violaciones específicas identificadas en todos los informes de riesgo de 2004 (y 2005 y 2006).

· Información respecto a la ocurrencia o no de las violaciones alertadas (SAT, CIAT, observatorio de derechos humanos y la base de datos del CNEP, ajustando las diferentes fuentes de información y definiciones de violaciones de derechos humanos para alcanzar los estándares de SAT).

Metas

Para el año 2006, el SAT debe haber alcanzado unos grados de éxito (no violación de los casos alertados) de un punto de partida en 2003 del 47%-56% a un rango entre el 65% y el 75%.

Medición y mejoramiento del proceso 

Una vez establecido el punto de referencia, el margen de mejora dependerá del incremento de la efectividad y celeridad de la respuesta del Estado. El CIAT está desarrollando actualmente un sistema de evaluación de las respuestas estatales; si las recomendaciones de que las autoridades locales llenen un archivo de informe del impacto de las medidas que han implementado, habrá mayor información. El SAT también ha comenzado a valorar las acciones del Estado en sus notas de seguimiento. 
Se debe ir catalogando y evaluando a medida que la recolección de información vaya mejorando. La información debe ser recolectada sobre:

· El tiempo entre la emisión del informe de riesgo y las recomendaciones del CIAT    

                  (actualmente 21 días en promedio, lo cual debe ser considerado como una línea de    

                  partida). La meta debe llegar a ser 7 días, o incluso menos par finales de 2005.

· El tiempo entre las acciones del CIAT y la implementación de las medidas por      

                  parte de las autoridades locales.

· Relación entre las medidas específicas y la consumación  de las violaciones.

Enfocando a la solución de las debilidades y limitaciones que se han mencionado, el SAT debe mostrar un mayor grado de éxito (medido como la no existencia de las violaciones a los derechos humanos alertadas).
APÉNDICE 1: TOTAL DE INFORMES DE RIESGO Y DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS EN 2003
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 Fuente: Defensoría del Pueblo.
APÉNDICE 2: TOTAL DE INFORMES DE RIESGO Y DE VIOLACIONES DE DDHH EN 2004
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Fuente: Defensoría del Pueblo
APÉNDICE 3: ESTUDIO DE CASO DEPARTAMENTO DE ARAUCA
La Defensoría del Pueblo emitió 7 Alertas Tempranas y una Nota de Seguimiento en Arauca en 2002, todas antes del establecimiento del CIAT. No se generó ningún Informe de Riesgo en este departamento durante 2003, pero si hubo 4 Notas de Seguimiento que alertaron amenazas renovadas en áreas específicas: 3 concernientes al municipio citado en la alerta #044-02 (2 de mayo de 2002) y la otra concerniente al municipio citado en a alerta #68-02 (26 de julio de 2002). De los 6 Informes de Riesgo emitidos por la Defensoría durante la primera mitad de 2004, el CIAT renovó una alerta temprana que había sido emitida por la Defensoría en mayo de 2002, se consideraron tres meses como extensiones de esa misma alerta temprana. Aunque estos cuatro no fueron emisiones de nuevas alertas por parte del CIAT, sí se consideran alertas tempranas emitidas por el comité.

La siguiente tabla muestra la relación entre los informes que fueron emitidos y las violaciones que ocurrieron en los municipios indicados. La información relativa a las violaciones es tomada de varias Fuentes y no debe ser considerada como definitiva.

Sistema de alerta temprana en Arauca, enero de 2002-junio de 2004

	Fecha
	Rpt #
	Municipio
	Amenaza indicada
	Respuesta del CIAT 
	Acciones tomadas
	violaciones*

	Enero 24 de 2002
	7-02

nivel 2
	Cravo Norte (cabecera municipal, Hato Corozal-- Corralito, Puerto Florez)
	Signos de amenaza fijados el 19 de enero por parte de las AUC; 40 personas desplazadas de Corralito y Pto Florez a la cabecera municipal
	No aplica; alerta del SAT a: Minsterio del Interir, Vicepresidencia, comandante general del ejército, Director general de la Policía, Red de Solidaridad Social
	Marzo: el ejercito se retiró de Cravo Norte, dejando a los civiles vulnerables; no hubo más respuestas de las autoridades
	No hubo más reportes de violaciones del DIH, resultado exitoso

Sept 9 de 03: se termina la alerta 7-02

	Febrero 12 de 2002


	16-02

nivel 1


	Tame (cabecera municipal)


	Paramilitares amenazan de muerte a manifestantes.


	No aplica; el SAT alerta a: Ministerio del Interior, Vicepresidencia, comandante general del ejército, comandante de la II división del ejército, director general de la Policía, comandante de Policía de Arauca.
	La 18th Brigada de la Policía protege a manifestantes; el gobernador negoció exitosamente el cese del paro; la Policía de Arauca envía dos cuerpos a Tame y Saravena; la policía investiga las amenazas de muerte.
	Los manifestantes no resultaron afectados, resultado exitoso.

Sept 10 de 2003: termina la alerta 16-02 

	Feb 26 de 2002
	Of.No. 4020/CO-SAT-049/02
	Seguimiento a  #16-02

(ficha de seguimiento)
	Las AUC amenazan a los funcionarios del gobierno local (alcalde, secretario de educación) que apoyaron las manifestaciones
	Igual que arriba
	Igual que arriba
	Feb 26-marzo 15 de 02: 11 asesinatos dirigidos, fracaso

	Marzo 12 de 2002
	29-02

nivel 1
	Puerto Rondón
	Los paramilitares amenazan a muerte  a 23 civiles por presunta colaboración a la guerrilla
	No aplica; el SAT alerta a: Ministerio del Interior, Vicepresidencia, gobernador de Arauca, comandante general del ejército, comandante de la II división del ejército, director general de la Policía, comandante de la Policía de Arauca 
	Patrullas urbanas en la cabecera municipal y en el Rio Casanare; protección policial a las personas amenazadas por parte de la policía; registro de personas recién llegadas a la región,; incremento de la inteligencia de la policía
	No hubo civiles afectados, resultado existoso

Sept 11 de 03: termina la alerta 29-02

	Marzo 18 de 02
	31-02

nivel 1
	Cravo Norte (cabecera municipal)
	Amenaza de ataque de las AUC a civiles que presuntamente colaboran con la guerrilla; la amenaza se incrementa con el retiro del ejército del municipio; la guerrilla bloquea las carreteras

Marzo 16: 3 desapariciones
	No aplica; el SAT alerta a:

Ministerio del Interior, Vicepresidencia, gobernador de Arauca, comandante general del ejército, comandante de la II división del ejercito, director general de la policía nacional, comandante de la policía de Arauca
	Despliegue de patrullas de la Policía el 20 de marzo en la cabecera municipal, registro de personas recién llegadas al área, protección de personas amenazadas; el gobernador tenía flujo de alimentos de bloqueos anteriores; investigaciones de Proc/Fiscal.

Abril 28: reunión del consejo interinstitucional de seguridad con el fiscal sectorial, procurador regional, comandante de la Policía de Arauca, comandante de la 18 Brigada de la policía, delegados de la gobernación.
	No hubo violaciones reportadas, resultado exitoso

Sept 9 de 03: termina la alerta 31-02 

	Mayo 2 de 2002
	44-02

nivel 1
	Tame (cabecera municipal, Betoyes, Rincon Hondo, La Holanda)
	Asesinatos en serie de civiles acusados de colaborar con la guerrilla; desplazamiento forzado como resultado de los enfrentamientos entre las AUC, FARC y ELN. 

Abril: 2 miembros del Concejo fueron secuestrados por el ELN


	No aplica; el SAT alerta a: Ministerio del Interior, Vicepresidencia, gobernador de Arauca,, comandante general del ejército,, Comandante de la II división del ejército, director general de la Policía nacional, Comandante de la Policía de Arauca
	Operaciones militares contra las AUC Abril-Mayo de 02; patrullas ejército/policía en las carreteras de Tame y áreas rurales; creación de una unidad especial de policía judicial; investigaciones y arrestos de Fiscal/CTI ; implementación de un sistema de monitoreo electromagnético en la estación municipal de la policía, compensación pagada a las víctimas; incremento del contacto de la policía con el alcalde y la personería; atención de la RSS a la población desplazada 
	Comienzos de julio: las AUC  amenazan de muerte a miembros de sindicatos;

Julio 20-21: 2 maestros asesinados;

Julio: 5 torturados, asesinados y desmembrados 

Fracaso
(Agosto-finales de 2002)

Ago-Dic: 56 asesinatos presuntamente de las AUC

Oct de 02-ene de 03: 5 explosiones FARC/ELN

	Junio 28 de 2002
	61-02

Nivel 1
	Municipios: Cravo Norte, Puerto Rondón, Arauquita, Arauca;

Toda región llanera


	Población civil peligra por confrontación armada entre  FARC/ ELN/ AUC, que competían por la región llanera la capital de Arauca; las FARC amenazan al personal del gobierno municipal


	No aplica; el SAT alerta a:

Vicepresidencia, gobernador de Arauca, comandante general del ejército, comandantes de la II división del ejército y la 18 Brigada de la Policía nacional, comandante de la policía de Arauca.
	Se postergaron las elecciones de gobernador; se implemento el control policial, se intensificó la inteligencia policial.


	Julio 22: 5 civiles muertos, batalla entre las AUC y el ejército

Ago 25: aproximadamente 100 familias desplazadas de la región

Ago, Arauca: 5 fueron encontrados torturados y asesinados

fracaso

(Oct de 2002-Ago de 2003)

asesinatos en serie:

Arauquita: 35

Arauca: 86

Cravo Norte: 1

Puerto Rondon: 3

Oct 9 de 2003 termina la alerta 61-02 

	Julio 26 de 2002
	68-02

nivel 1
	Saravena (centro municipal)
	Peligran residentes por ataques indiscriminados de FARC/ELN a la cabecera municipal y estaciones de policía y ejército


	No aplica; el SAT alerta a:

Vicepresidencia, Minsterio del Interior, gobernador de Arauca, comandante general de l ejército, comandantes de la II división del ejército y la 18 Brigada de la policía, director general de la policía nacional, comandante de la policía de Arauca
	Julio 26: consejo de seguridad municipal –tropas de la policía militarse movilizan por un periodo de dos meses de Arauca a Saravena para reforzar la policía municipal.

Julio 30: se les ordena a todas las estaciones de policía incrementar la inteligencia, apoyo y coordinación con las autoridades locales civiles y militare, levar a cabo reuniones semanales de seguridad. 
	Sept: 4 asesinatos en ataque de las FARC

Octubre: 4 asesinatos selectivos

 fracaso


	New system 

	Jan 15, 2003
	Of.No. 1040/CO-SAT-10/03

44-02**
	Tame (cabcera municipal, Betoyes, Rincon Hondo, La Holanda, Pueblo Nuevo, Flor Amarillo, Botalon)
	Asesinatos en serie, amenazas desplazamiento forzado de Pueblo Nuevo, Flor Amarillo, Botalon a Tame:

Enero 3-13: 12 asesinatos en serie

enero 11: (FARC) carro bomba

enero 12: (FARC) voladura de puente
	enero 24: No se emite alerta temprana;

No hay recomendaciones: anota que hay un asesor de seguridad para la región, bajo el control militar 

(no hay registro de comunicación con las autoridades locales)
	Zona de rehabilitación y consolidación: incremento de fuerzas ejército/policía en el terreno
	Feb 8: las AUC atacan el pueblo: 1 asesinato, 8 secuestros (3 liberados, 5 torturados y asesinados);

Febrero: 24 desaparecidos

Fracaso

	Marzo 3, 2003
	Of.No. 1040/CO-SAT-85/03

44-02
	Tame (cabecera municipal, Betoyes, Rincon Hondo, La Holanda, El Pesebre)
	Continuación de asesinatos en serie, retención de rehenes,

Captura de civiles en la confrontación entre AUC y FARC:

Feb 16 batalla de El Pesebre: 16 civiles asesinados


	No hay respuesta
	Zona de rehabilitación y consolidación: incremento de fuerzas ejercito/policia en el terreno
	Mar 7 de 03: 3 asesinatos por ataque de las FARC; Mar 15-20: 4asesinato por ataque de las AUC; Abril 1: 5 civiles asesinados en batalla entre las AUC y el ejército; Abril 30: 4 asesinatos sin identificar

fracaso

(periodo de 5 meses)

Mar-Julio de 03: 64 civiles asesinados en el área del Tame

	Mayo 9 de 2003
	Of.No. 1050/CO-SAT-247/03

44-02
	Tame (Betoyes, El Pesebre, La Holanda)
	Civiles capturados en confrontación AUC-FARC:

Feb 16 batalla de El Pesebre: 16 civiles asesinados


	No response
	Increased military/police forces on the ground
	May: forced displacement entire village Betoyes 

Aug: 4 killed FARC attack

failure



	May 9, 2003


	Of.No. 1050/CO-SAT-248/03 

68-02
	Saravena (municipal center)
	Increase in AUC serial targeted killings:

Dec 02-April 03: 37 killed


	No hay respuesta
	No hay cambios registrados
	May: 12 asesinatos selectivos

Junio: 4 asesinatos selectivos

Julio: 15 asesinatos selectivo

Ago: 10 asesinatos selectivos

Sept: unidades de las AUC ubicados en la plaza central de la cabecera municipal; amenaza de guerrilla de ataque retaliatorio

Fracaso

	enero 30 de 2004
	3-04
	Saravena
	Amenazas y ataques contra sindicalistas, activistas de DDHH , concejales y funcionarios municipales por parte de FARC, ELN, AUC; bloqueo y asaltos en vías por parte de grupos ilegales
	Feb 12: NO se emite alerta temprana;

Recomendación: acatar las decisiones de la reunión del 4 de febrero, continuar las operaciones en curso.

Feb 24: memorando a las autoridades locales. 
	Feb 4 de 03: Representantes de MinInterior, Presidencia,  DP, y autoridades civiles locales se reunieron en Arauca para discutir el orden público y respuestas a la situación. 
	No hubo más asesinatos selectivos

Resultado exitoso

	Marzo 5 de 2004
	15-04
	Tame (Betoyes, La Holanda, Los Aceites, Matarrala, El Plato, San Ignacio)
Puerto Rondon (San Mateo, El Milagro) 
	Diputa entre FARC y AUC por la carretera Tame-Pto Rondon; bloquede vías y extorsión;

Junio de 03-Marzo de 04: 62 familias desplazada en el área

Feb 14 y 20: 4 asesinatos en la carretera por parte de las FARC 

Feb 26: 3 asesinatos, 3 desapariciones por parte de las AUC
	Marzo 26: no se emite una nueva alerta temprana pero se mantiene Mayo 2002 IR#44-02 

Recomendaciones: continuar medidas existentes; onvocar consejo de seguridad con la presencia de los alcaldes; desarrollar plan de seguridad; atender las necesidades de seguridad de los desplazados

Marzo 31: memorando a las autoridades locales
	Marzo 26: la gobernación asigna guardias de seguridad a los alcaldes de las áreas de mayor riesgo;

Abril 29: consejo de seguridad departamental –mejorar logística y cantidad de policías, mejorar eficiencia de la inteligencia-


	Mar 8-15: 2 ganaderos asesinados el 13 de marzo: ataque de las FARC, 1 muerto y 5 heridos

Mediados de marzo: 6 asesinatos selectivos

Mar 24-28: 1 asesinato selectivo, 1 desaparecido (AUC)

Abril 5: 1 asesinato selectivo (FARC)

Abril 12 y 18: 1 asesinato selectivo (FARC), 1 desaparecido

May 5-17: 3 asesinatos selectivos 

May 19-20: 13 secuestros y asesinatos, 1 desaparecido por parte de las AUC

Fracaso



	Marzo 19 de 04
	19-04
	Cravo Norte (Cumare, San Rafael, Corralito, Las Mercedes, Las Calcetas, Caño El Medio)
	FARC y ELN avanzan en el área para bloquear a las  AUC (nueva alianza BVA-ACCU);

Marzo 1-15: 10 familias desplazadas 

Mar 5-15: 9 asesinatos selectivos por parte de las AUC


	Abril 5: NO se emite alerta temprana 

Recomendación: continuar las medidas en curso reforzar presencia militar, atender las necesidades humanas de los desplazados

Abril 5: memorando a SSN (no hay registro de comunicación con la autoridades locales)
	Se convoca consejo de seguridad departamental
	No se registran más violaciones hasta el momento de la evaluación

Resultado exitoso

	Mayo 20 de 2004
	39-04
	Carretera Tame-Fortul (Alto y Bajo Tamacay, Babaica, Caño Grande, San Pedro, Sta Helena, Sta Ines, Angosturas, El Triunfo, Corocito, Cravo Totumo, Cravo Corozo, Cravo Regilia, Caño Guata, Mata de Topocho, La Perla, Cravo Charo, La Soledad, Botalon, carretera entre Gualabao y El Mordisco)
	FARC, ELN y AUC toman control de la carretera Tame-Fortul, la guerrilla bloque la vía; combate cerca de áreas urbanas; asesinatos selectivos en serie, desplazamiento forzado y desapariciones 
	Mayo 31: no se emite una nueva alerta temprana pero se mantiene la existente por tres meses

Recomendaciones: convocar a un consejo de seguridad con autoridades relevantes

Junio 1: memo re:39, 41, 45 al gobernador
	May 22: consejo de seguridad departamental  la policía de Tame no pudo investigar los incidentes concernientes a la seguridad personal; los inspectores de Tame accede a investigar si la 18 brigada presta apoyo aereo.

Junio 14: Pres. Uribe, FGN, varios ministros convocan un consejo comunal, discuten la inefectividad de la política de seguridad democrática en la región y se comprometen a mantener por lo menos un oficial en cada pueblo de Tame
	Mayo 21: 1 asesinato selectivo por parte de las FARC

Mayo 21: 22 desplazados de Botalon, seguido por masacre de las AUC

Junio 7: 1 asesinato en la carretera, grupo armado sin definir

Fracaso

	Mayo 21 de 2004
	41-04
	Carretera Tame- Pueblo Nuevo 

(Flor Amarillo, Puerto Jordan, Santo Domingo, 
	Intensificación de combate por el control de la carretera Tame-Pueblo Nuevo; rápida toma de las AUC, amenaza a la población acusada de colaborar con la guerrilla
	Mayo 31: no se emite una nueva alerta temprana pero se mantiene la existente por 3 meses. 

Recomendaciones: igual que arriba
	
	Junio 11-24: 5 asesinatos selectivos por parte de las AUC

Fracaso

	Mayo 28 de 2004
	45-04
	Cabecera urbana de Tame (barrios Villadela  y San Francisco)
	Cabecera municipal controlada por las AUC desde 2002, ataques de la guerrilla para recuperar el control; 

Abril 18: 2 asesinatos selectivos AUC

Mayo 3: FARC/ELN carro bomba en  el distrito comercial de Tame

Mayo 3: 8 asesinatos selectivos AUC

Mayo 14: FARC/ELN asesinan a gerente de banco 
	Mayo 31: no se emite una nueva alerta temprana pero se mantiene la alerta existente por tres meses

Recomendaciones: igual que arriba
	Junio 1: la oficina de derechos humanos de la gobernación crea un comité municipal de paz para buscar medios para desmilitarizar la cabecera municipal


	No se presentan más violaciones en la cabecera municipal de Tame hasta el momento de la evaluación

Resultado exitoso (hasta la fecha)


Fuentes: Defensoría del Pueblo, base de datos y archivos de SISAT; Ministerio del Interior, archivos del CIAT; base de datos de MSD; Programa presidencial para los derechos humanos y el DIH, “Algunos indicadores... de Arauca”

* Las violaciones de derechos humanos  y del derecho internacional humanitario cometidas por los actores armados que se citan en el informe, cometidos en los municipios enumerados en el informe, y dentro de un periodo de su emisión. Es de anotar que esto es una aproximación –no todas las violaciones que tuvieron lugar en estos periodos de tiempo aparecen en los documentos citados, y las Fuentes utilizan definiciones diferentes de violaciones de DDHH

** Notas de Seguimiento de la Defensoría que anteriores a la alerta temprana

Asesinatos extrajudiciales en el departamento de Arauca, probablemente relacionados con el conflicto armado, enero 2002-marzo 2004 (mes a mes) 

	Ene

02
	Feb
	Mar
	Abr
	May
	Jun
	Jul
	Ago
	Sept
	Oct
	Nov
	Dic
	Ene 03
	Feb
	Mar
	Abr
	May
	Jun
	Jul
	Ago
	Sept
	Oct
	Nov
	Dic
	Ene 04
	Feb
	Mar

	65
	20
	25
	30
	33
	35
	42
	20
	26
	29
	40
	31
	50
	71
	50
	40
	49
	20
	31
	40
	19
	29
	20
	29
	31
	37
	40


Fuente: Policía Nacional, citado por el Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH

Conclusiones generales sobre Arauca:

1. ¿Se basó el informe de riesgo en información fidedigna concerniente a una amenaza creíble?
N=18

En los 18 casos, el informe de riesgo se refiere a la localización, especificando el municipio y enumerando las subunidades. En cada caso el tipo y nivel de amenaza se demuestra con referencia a sucesos específicos: cambio rápido de las dinámicas del conflicto, tales como la aparición o intrusión de actores armadas en locaciones dominadas por actores opuestos; y actos de violencia que ya sucedían en esa área municipal, tales como secuestros selectivos, desplazamiento forzado, amenazas de muerte y secuestros. 

Basado en lo visto por el equipo en Arauca, al verificar la información, el analista regional consulta con la estación de policía local o municipal, funcionarios del gobierno que atienden el área rural como el Procurador Agrícola, oficiales militares como el comandante de la 5 Brigada Móvil, personeros municipales, párrocos de parroquias, conductores de bus, líderes de organizaciones cívicas y organizaciones locales de derechos humanos. 

2. ¿Se emitió el informe de riesgo oportunamente?

No se puede valorar la velocidad con que la Defensoría del Pueblo le da respuesta a las alertas de los analistas regionales, emitiendo un informe de riesgo, sin revisar las fichas de verificación que contiene la información enviada a los analistas nacionales. La Defensoría del Pueblo mantiene estos documentos como confidenciales para proteger a los testigos e informantes locales.

En cinco casos, se efectuaron graves violaciones de las tipificadas en los informes de riesgo, a cuatro días de su emisión. Esto evidencia la urgencia de desarrollar un método que distinga claramente las alertas de emergencias y aquellas realizadas con suficiente tiempo para una respuesta preventiva. El actual Sistema de Alertas Tempranas, que implica múltiples instancias de análisis y verificación, no es apropiado para las emergencias. En los casos donde la amenaza es probable que ocurra en menos de una semana, los analistas regionales deberían enviar un informe de emergencia, el cual sería enviado directamente –en el entendido que la información no ha sido verificada- al sitio de situación Humanitaria de las Naciones Unidas en Bogotá. El informe sería distribuido solamente a las agencies que son miembros de el sitio de situación humanitaria: Comité Internacional de la Cruz Roja, Alto Comisionado para los refugiados de la ONU, Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de la ONU, Organización internacional para la Migración, UNICEF, CODHES, Organización Mundial de la Salud, Programa Mundial de Alimentos. Estas agencias operan en el campo y tienen experiencia y capacidad de movilizar respuesta inmediata.

3. ¿Realizó el CIAT las verificaciones oportunamente, de tal modo que las autoridades locales tuvieran tiempo para tomar las medidas preventivas apropiadas?
N=10

No responde = 3

El CIAT se reunió en el transcurso de una semana después de recibir el informe de riesgo = 1

El CIAT se reunió entre una y dos semanas después de recibir el informe de riesgo = 4

El CIAT se reunió más de dos semanas después de recibir el informe de riesgo = 2

El CIAT se reunió más de tres semanas después de recibir el informe de riesgo = 0

Nota: los registros indican que las comunicaciones escritas con las autoridades locales se envían, con frecuencia, más de una semana después de la reunión del CIAT, pero la documentación es demasiado inconsistente como para utilizarle para propósitos de evaluación. 

4. ¿Recomendó el CIAT acciones que pudieron, con un grado racional de certitud, contribuir en la prevención de amenazas? 

No hay recomendaciones 

= 4

No hay cambios (se mantienen los esfuerzos existentes = 1

Convocar consejo de seguridad
= 4

Desarrollar plan de seguridad

= 1

Incrementar los niveles de fuerza
= 1

Proveer servicios sociales a la población desplazada = 2

5. ¿cumplieron las autoridades locales las recomendaciones de los miembros del CIAT?

Recomendación


Respuesta

Convocar consejo de seguridad
Se realizó el consejo de seguridad cuando se recomendó 

Desarrollar plan de seguridad

Plan para mejorar la logística e inteligencia

Incrementar niveles de fuerza

Se convocó el consejo de seguridad 

Proveer servicios sociales a la            Se contacta la RSS en por lo menos una ocasión.

población desplazada               


6. ¿Ocurrieron violaciones en los municipios identificados en el informe de riesgo?:
a) (antes de noviembre de 2002) tres meses después de la alerta temprana del SAT  N=8

Si = 4

No = 4

b) (después de noviembre de 2002) tres meses después de las recomendaciones del CIAT sin alerta temprana N = 6

Si = 4

No = 2

c) (después de noviembre de 2002) tres meses después de la emisión de una alerta temprana por parte del CIAT N= 4 

Si = 3 (De estas alertas tempranas, dos se emitieron menos de tres meses antes de la evaluación)

No = 1 (Esta alerta se emitió menos de tres meses antes de la evaluación)

► De los 18 casos del Sistema de Alertas Tempranas en Arauca, se perpetraron violaciones, de las indicadas en los informes de riesgo, en un periodo de tres meses en 11 casos, y presuntamente se previnieron en 7. 

► De los 11 casos en los que la información se comunicó a las autoridades locales, por intermedio de una alerta temprana, ocurrieron violaciones en 7 casos, y presuntamente se previnieron (a la fecha, en la alerta más reciente) en 4. 

► De los 7 casos en los la información se comunicó a las autoridades en forma distinta a la alerta temprana, las violaciones se consumaron en 5 casos, y presuntamente se previnieron en 2.

Nota: Los informes de riesgo alertan sobre categorías generales de violaciones, posibles blancos, posibles actores que cometerían las violaciones y posibles locaciones –con la especificidad que permita la información-, basados en las pautas de la violencia y los cambios en las dinámicas del conflicto. No alertan sobre ninguna amenaza específica que pueda ser demostrado que haya ocurrido o no en una fecha pronosticada. Igualmente, no existe un examen para medir el número de violaciones que entren dentro de las pautas de un informe de riesgo como resultado de las acciones en respuesta del informe. 

La violación anticipada no se efectuó tan solo en 3 de los 10 informes de riesgo emitidos, después del inicio del CIAT en noviembre de 2003. En adición al problema del tiempo, la vaguedad y poco especificación de las recomendaciones a las autoridades locales, puede ser –parcialmente- tomado en cuenta en el la proporción de fracaso del sistema en la etapa de respuesta. De hecho, de los tres casos donde no se llevó a cabo (a la fecha) la violación indicada, uno contuvo recomendaciones de continuar lo que se venía haciendo y requerir fortalecimiento militar y policial, y en otro se sugirió convocar un consejo de seguridad. El mismo resultado (no más violaciones) se logró en casos sin recomendaciones y en aquellos que se encomendó convocar un consejo de seguridad, lo que indica que las recomendaciones del CIAT tienen muy poca influencia en los resultados. 

Las entidades miembro del CIAT necesitan desarrollar mediadas específicas del problema y las condiciones para responder a las situaciones que requieren acciones preventivas (no emergencias). Deben colaborar con agencies humanitarias internacionales y otras entidades públicas  en zonas de conflicto para poder expandir el rango de respuestas más allá de las acciones militares y de policía.

APENDICE 4: ESTUDIO DE CASO DEPARTAMENTO DEL CHOCÓ

	FECHA
	RPT #
	MUNICIPIO
	AMENAZA INDICADA
	RESPUESA DEL CIAT
	ACCIONES TOMADAS
	VIOLACIONES

	Marzo 1 de 2002
	22-02
	Pueblo Rico & Tado

nivel 1
	Las operaciones militares y de policía para combatir a las FARC, el ELN y las AUC, causan el desplazamiento forzado de más de cien familias afrocolombianas. Las AUC hicieron público que iban a cerrar las vías e impedir el acceso de alimentos al área. 

El SAT emite una alerta de alto nivel debido a la presencia de las AUC. El SAT alerta sobre posibles homicidios selectivos y destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población. 
	No aplica. El CIAT no se había formado.
	Consejo de seguridad departamental

Vigilancia vial militar

Presencia permanente de Policía y ejercito

Algunas medidas de seguridad como prohibir la circulación de vehículos durante la noche.
	Homicidios selectivos.

destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población

peajes ilegales donde se confiscó alimentos y otros bienes indispensables

15 de oct las AUC asesinan 2 personas, lo que causa el desplazamiento de 170 personas

Fracaso

	Feb [?]2003
	NdS
	Igual que arriba
	Peajes ilegales de grupos armados bloquea el acceso de alimentos al área. El ELN amenaza con atacar las zonas rurales y urbanas de Santa Cecilia como retaliación a los ataques de las AUC. 
	
	
	

	Abril 24 de 2002
	40-02
	Carmen del Darien, Bellavista (Bojaya)
	300 hombres de las AUC fueron ubicados cerca de los municipios de Vigia del Fuerte y Carmen del Darien. Se informó que estaban avanzando hacia Murindo y Bojaya con el fin de disputar el control del área con las FARC.

El SAT emite alerta de alto nivel. El SAT alerta sobre posibles homicidios selectivos, destrucción de bienes necesarios para el bienestar de la población y desplazamiento forzado.
	N/a
	El SAT notifica a instituciones gubernamentales, tales como el ejercito, la policía varios ministerios, etc, que pudieron prevenir las violaciones. 
	Homicidios selectivos. Destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población

Desplazamiento forzado.

Mayo 1 de 2002

El civil Diego Luis fue asesinado en el combate entre AUC y FARC (Cinep)

Fracaso



	Mayo 29 de 2002
	51-02
	Carmen del Atrato
	El ELN y el ERG amenazan con tomarse el centro. Esto generó una alta amenaza a líderes indígenas de las comunidades Embera Wounaan y Embera Chami. 

El SAT emitió una alerta de alto nivel debido a posibles masacres y homicidios selectivos, destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población, desplazamiento interno forzado.
	N/a
	El SAT notifica a las instituciones del gobierno departamental que pueden prevenir las violaciones, tales como el ejercito, la policía, varios ministerios etc.
	No hay violaciones

Exito 

	Mayo 29 de 2002
	52-02
	Lloro


	Probable incursión violenta del ELN a la población de Lloro. Aunque la amenaza es contra la estación de policía, pueden resultar civiles heridos. 

El SAT emite alerta de mediano nivel por possible ataque indiscriminado; destrucción de bienes necesarios para el bienestar de la población, y desplazamiento forzado. 


	N/a
	El SAT notifica a entidades gubernamentales, tales como el ejército, la policía, varios ministerios, etc, para asegurar que las violaciones a los DDHH no ocurran.

La Red de Solidaridad Social da comida y herramientas a comunidades desplazadas. 
	Ataques indiscriminados

Desplazamiento interno forzado (DP,

Nota de seguimiento)

Ago 2, el ELN se toma el pueblo y asesina al jefe de policía

Fracaso

	Ago 13 de 2002
	NdeS
	Mismo que arriba
	Luego del incidente del 2 de agosto, reinó el miedo en la población, creando un ambiente de posible desplazamiento. 
	N/a
	(By DP)

Ago 13: se cuestiona a la RSS sobre la labor que ha desempeñado para prevenir futuras violaciones a los DDHH. 

Ago 13: requiere mayor protección para la población al Ministerio del Interior, el ejército, el gobernador y la policía. 


	resultados ambiguos

éxito parcial

	Nov 28 de 2002
	NdeS
	Mismo que arriba
	Para el CIAT, durante la toma del ELN a Lloro el 2 de agosto, no había ejercito en el pueblo. Aunque el ejército volvió después del incidente, se marcharon hace tres semanas y hay rumores de ataques de la guerrilla. 

El SAT alerta sobre posible desplazamiento y homicidios selectivos.


	
	
	Marzo 17: asesinato de civil

(nota de seguimiento)

resultados ambiguos

éxito parcial

	Abril 10 de 2003
	NdeS
	Mismo que arriba
	Los combates de Feb 18 entre el ejército y el ELN, de nuevo, ponen en riesgo a la población. Esto causa el desplazamiento forzado de comunidades de El Llano. 

El SAT pide monitoreo departamental y operaciones militares para proteger los derechos de la población. 


	
	
	

	Nuevo sistema 
	
	
	
	Se forma el CIAT
	
	

	Nov 28 de 2002
	IR 84-02
	Rio Iro
	El frente 34 de las FARC y el ELN han desarrollado incursiones en las áreas urbanas del municipio. Acusan a la población de tomar parte con los paramilitares. Cometen ataques indiscriminados, homicidios y masacres. 
Alerta de mediano nivel debido a la presencia del ELN. El SAT alerta posibles homicidios selectivos y masacres; ataques indiscriminados, destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población, desplazamiento forzado. 
	Dic 5, 2002

No Alerta Temprana
	12/22/02: el comandante de la policía de Choco anuició que se llevó a cabo un consejo de seguridad el 13 de diciembre con funcionarios del departamento para entender mejor el problema en el área. El batallón Manisalva y la policía nacional, acordaron  realizar operaciones de control el las áreas urbanas. 

12/27/03: el secretario de interior anunció que se han realizado 3 consejos de seguridad con alcaldes y oficiales de la región de San Juan.


	Ninguna (CIAT)

El SAT documenta algunos desplazamientos 

Resultados ambiguos

 

	Nov 28 de 2002
	85-02
	Condoto (zona rural y La Florida)
	Probables combates entre las FARC y las AUC dejarían víctimas civiles.

Alerta de mediano nivel debido a la presencia de las AUC y FARC. El SAT alerta de posibles homicidios selectivos, ataques indiscriminados, desplazamiento interno e impedimento de acceso de alimentos al área. 


	Dic 5, 2002

No Alerta Temprana
	12/3/02 – el DAS informó a ramas del gobierno sobre la situación para prevenir un caso similar al de Bojayá. 

12/22/02 – el jefe de policía sostiene un consejo de seguridad con varias autoridades estatales. El batallón Manosalva batallón y la policía nacional, acuerdan realizar operaciones de control en las zonas urbanas de la región. 

12/27/02 – el secretario de gobierno anuncia que de han llevado a cabo tres consejos de seguridad con altos oficiales del departamento. 


	Desplazamiento forzado (Defensoría)

12/3/03 peajes ilegales de los grupos armados. 

Marzo 10, 2003

Las FARC disiparan a un civil en una moto (CINEP)

Información conflictiva

Resultados ambiguos

	Dic 3 de 2002
	88-02
	Jurado
	Se informa que el objetivo de las FARC y las AUC es el control del narcotráfico en el área. La comunidad Embera Katio es una de las principales víctimas. Las AUC son responsables por el bloqueo del acceso de alimentos, medicinas y otros elementos vitales a la región. 

Alerta de mediano nivel por la presencia de las AUC. El SAT alerta de posibles, masacres, ataques indiscriminados y desplazamiento forzado. 


	Dic 10, 2002

Alerta Temprana
	5/19/03 – el DAS informa que la localidad ya cuenta con la presencia de 200 hombres de la fuerza pública. Aunque no tienen las facilidades apropiadas en caso de confrontación con grupos armados, desde su llegada, “reina la tranquilidad”. Los funcionarios públicos han regresado a cumplir sus labores. 


	Ninguna (Defensoría)

Ninguna (CIAT)

Nota: aunque no hay registro de violaciones, el alcalde ha sido amenazado telefónicamente por las FARC por sus declaraciones anti izquierdista.

Información conflictiva

	Mayo 16 de 2003
	38-03


	Pueblo Rico, Tado (Trinidad, Aguadita, El Recreo, Parrupa
	Alerta de alto nivel debido a la presencia de las FARC, ELN y AUC. Incrementa presión tanto de las FARC como de las AUC. En los primeros 6 meses de 2003 hubo 6 homicidios. La población también ha sido forzada a asistir a reuniones promocionales y posteriormente han sido víctimas de reclutamiento forzado. 

El SAT alerta posibles homicidios selectivos, homicidios multiples y destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población.
	Mayo 23,

Alerta Temprana
	Consejo de seguridad

Las acciones de autoridades civiles y militares han permitido el regreso de la presencia estatal en área, que era formalmente controlada por grupos armados ilegales
	15 homicidios

reclutamiento forzado de Katios

desplazamiento forzado de Santa Cecilia

Fracaso

	Octubre 9 de  2003


	NdS
	Mismo que arriba
	Desde la alerta han ocurrido 15 homicidios de miembros de la reserve indígena Embera Katios. La guerrilla también ha realizado varios reclutamientos forzados en el área. Amenazas constantes de las AUC acusando a la comunidad afrocolombiana de abogados de ser simpatizantes de la guerrilla, ha generado alrededor de 200 personas desplazadas.

El SAT alerta del posible desplazamiento de  200 familias de Santa Cecilia. También de posibles homicidios selectivos e indiscriminados. 


	
	
	Desplazamiento de la comunidad

Fracaso



	Junio 4 de 2004
	NdS
	Mismo que arriba
	La situación se ha apaciguado. 200 familias desplazadas planean su retorno el 4 de junio, sin embargo, el 2 de junio, el ELN se confronta al ejercito en Mumbu. Esto pone a 79 de las familias que regresan en inminente riesgo nuevamente.

El SAT le sugiere al CIAT que haga todo lo posible para prevenir desplazamientos forzados y otras violaciones al DDHH


	Se extiende la Alerta Temprana por tres meses más
	6/15/04 CIAT recomienda el regreso de los desplazados internos. Igualmente, recomienda hacer todo lo posible para prevenir violaciones de DDHH y más desplazamientos.
	No se sabe nada, hasta la fecha

	Junio 13 de 2003
	46-03
	Bahia Solano (Cupica)
	La Naval discute el retiro del área, esto incrementa las posibilidades de ataques a la población por parte Bloque Cárdenas de las AUC y el frente 57 de las FARC. Hay alertas de disputas entre FARC y AUC por el control de la zona. 

El SAT emite una alerta de alto nivel debido a la presencia de las FARC y las AUC. Alerta sobre posibles homicidios selectivos y desplazamientos forzados. 
	Junio 27 de 2003

No emite Alerta Temprana.
	7/7/03 la Red de Solidaridad Social continua reconstruyendo casas de gente del área que se vio afectada por las avalanchas de 19998 

7/19/04 el batallón de infantería #6 informó que permanecerá en el área para proteger a la población hasta que la policía sea reinstaurada. Después de un consejo de seguridad, el capitán Augusto Vídales, comandante de la unidad de la marina en Cupica, informó que permanecerán en la zona. 


	Ninguna

Exito

	Oct 20 de 2003


	68-03


	Bojaya (Mesopotamia)
	Las FARC y las AUC están en continuas confrontaciones por el control de la región del bajo Atrato. Estas disputas han llevado al homicidio de varios indígenas y afrocolombianos. Los actores armados han atacado a las comunidades acusándolos de tomar parte con las fuerzas enemigas. 

El SAT emite una alerta de alto nivel debido a la presencia de FARC y AUC. El SAT determinó posibles homicidios selectivos, ataques indiscriminados, conflicto armado que deja civiles como víctimas, utilización de métodos terroristas que generan miedo en la población, desplazamiento forzado y destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población. 


	Dic 11, 2003

No se emitió Alerta Temprana
	El CIAT informa que la fuerza pública presente es suficiente para asegurar la protección de la población. 
	ene 18 de 2004: paramilitares destruyen líneas telefónicas –única comunicación disponible en el área-(Cinep)

6/28/04: desplazamiento de 318 familias (ficha de seg)

Fracaso



	ene 28 de 2004
	NdS
	Mismo que arriba
	El batallón Cordoba entra en el área. Posibles combates con las AUC pueden generar violaciones de los DDHH. 
	Feb 5, 2004

Alerta Temprana
	Feb 5, 2004: Reforzar la fuerza pública, llevar a cabo todas las acciones posibles para prevenir violaciones de DDHH.
	Feb 5, 2004: se reporta el desplazamiento de 30 familias de la Vereda de Caimanero.

Fracaso

	Feb 29, 2004
	NdS


	Mismo que arriba
	El incremento del conflicto en el área amenaza la población más y más. 
	Marzo 18, 2004

Se extiende la Alerta Temprana por tres meses más.
	Mayo 21, 2004: llevar a cabo todas las jornadas humanitarias necesarias y asistir a la población desplazada. También realizar acciones para prevenir violaciones de DDHH.


	Mayo 15, 2004

 Las FARC asesinan al finquero

 Horacio Chaverra por colaborar con el Ejército colombiano.

3/19/04 desplazamiento de 552 indígenas Embera (EL Tiempo)

Fracaso 

	Mayo 17 de 2004
	NdS
	Mismo que arriba
	Igual que arriba, además de posible Segundo desplazamiento de 1225 personas. Incremento de posibilidad de ataques indiscriminados y destrucción de bienes públicos necesarios para el bienestar de la población. 
	Mayo 31, 2004

Se extiende la Alerta Temprana por tres meses más
	Continuación de las jornadas humanitarias y asistencia a la población desplazada, y llevar a cabo las medidas institucionales necesarias para prevenir violaciones de DDHH 


	Marzo 6 de 2004 

Mayo 28 de  2004

Las FARC asesinan a Benjamin Romana por colaborar con el Ejército colombiano

Mayo 29 de 2004 

Debido al  temor por el incremento de la violencia, más de 130 familias fueron desplazadas de Piedra Cadela y

 Corazon de Jesus. Este mismo día, 90 familias de Napipi fueron desplazadas debido a la falta de fuerza pública en el área. También hay muchos informes de amenazas de las FARC que causan más desplazamientos. También han bloqueado el acceso de alimentos y otros bienes necesarios para la zona.

Fracaso

	Julio 8 de 2004
	NdS
	Mismo que arriba
	Debido a la presencia temporal del ejercito, es possible que las FARC hagan operaciones de retaliación cuando se retiren.

El SAT alerta el incremento de riesgo de violaciones de DDHH con énfasis en el desplazamiento forzado
	Julio 12, 2004

Se extiende la Alerta Temprana por tres meses más
	7/12/04 mantener el registro de la población y las operaciones militares para asegurar el respeto de los DDHH de la población. Continuar las jornadas humanitarias


	

	Marzo 19 de 2004
	20-04
	Carmen del Atrato (Guangarales, la Clara, el Lamento)
	Ha habido un incremento en la presencia del frente 34 de las FARC en las zonas rurales de la región de Carmen de Atrato, como respuesta a las operaciones de la fuerza pública. Tropas de las AUC también han aparecido en la cabecera municipal, lo que ha llevado a creer que habrá conflicto entre las FARC y las AUC por el control del área. 

Alerta de mediano nivel debido a la presencia de las FARC y las AUC. El SAT alerta de posibles homicidios selectivos, homicidios selectivos de configuración múltiple, combate que deje a civiles como víctimas y desplazamiento forzado.
	Abril 5, 2004

No se emite Alerta Temprana. Se recomienda un consejo de seguridad.


	El CIAT consideró que la presencia de las FARC y de las AUC es temporal y que por ende no implica ningún riesgo inminente para la población. 

El CIAT recomienda mantener todas las medidas necesarias para asegurar el bienestar de la población. Se recomiendan jornadas humanitarias. 

El CIAT recomienda a las autoridades civiles y militares que realicen todas las medidas necesarias para asegurar la protección de la población.
	Reclutamiento forzado por parte de la guerrilla. 

Mayo de 2004: las FARC queman la casa de una familia indígena que se rehúsa a cooperar con ellos.

Mayo 5 de 2004: 14 familias de 

Noventa son desplazadas 

Fracaso

	Mayo 17 de 2004
	NdS
	Mismo que arriba
	El incremento del conflicto en el área pone a la población en mayor riesgo. 


	May 31, 2004

No se emite Alerta Temprana
	La fuerza pública local fue informada del contenido de la Nota de Seguimiento de tal forma que pudieron tomar las medidas preventivas necesarias.
	Reclutamiento forzado en Fiera.

Fracaso

	Junio 23  2004
	NdS
	Mismo que arriba
	Amenazas al líder indígena de la región Fiera, acusado de colaborar con el ejercito. Muy probablemente se darán reclutamiento forzado, homicidios selectivos, masacres y desplazamiento forzado. 
	Julio 12, 2004

No se emite Alerta Temprana
	
	No hay información hasta la fecha

	Junio 11 de 2004
	50-04
	Novita ( Irabubu, El tigre, Tamana, Surama, Curundo)
	El frente 57 de las FARC y el frente Calima de las AUC están en disputa para controlar las plantaciones ilícitas del área. Las FARC tienen planes de construir una vía alterna que les permita comercializar la pasta de coca en la región, así como el transporte de armamento. Las AUC han incrementado sus ofensivas contra las FARC para impedir la construcción de esta vía. 

Como parte de la ofensiva, las AUC han amenazado a comunidades a lo largo del río Tamana, por tomar parte a favor de la guerrilla. Las AUC realizan varios homicidios selectivos, quemado varias casas, un colegio y una iglesia. También han bloqueado el acceso de alimentos, lo cual ha llevado al desplazamiento de 130 familias.

El SAT emite una alerta de alto nivel debido a la presencia de las FARC y las AUC. Alerta de posibles desapariciones forzadas, homicidios selectivos, masacres, combates entre fuerzas ilegales dejando víctimas civiles y terrorismo para generar miedo en la población. 
	Junio 22 2004

Alerta Temprana
	El CIAT recomienda el fortalecimiento de la fuerza pública en el área. Igualmente recomienda la implementación de métodos efectivos para prevenir violaciones de DDHH y una respuesta integral a las plantaciones ilícitas. Finalmente,el CIAT recomienda asistencia humanitaria a las familias de Novita. 
	No hay información hasta la fecha (DP). 

	Junio 11 de 2004
	53-04
	Medio Atrato (Bete)
	Los frentes 57 y 34 de las FARC  han intentado ganar control geopolítico del área. Recientemente,  han incrementado los peajes para evitar el trafico de civiles, alimentos y bienes. En estos peajes, también realizan reclutamiento forzado lo que ha llevado al pánico en la población. 

El SAT emitió una alerta de alto nivel debido a la presencia de las FARC y las AUC. Alertó posibles desapariciones forzadas, homicidios selectivos, mascares, combates entre grupos armadas dejando a la población civil como víctimas, utilización de métodos terroristas para generar miedo, desplazamiento forzado.
	Julio 8, 2004

No se emite Alerta Temprana
	Debido a todas las Alertas Tempranas en el área, el CIAT no emitió una. Sin embargo, envió cartas a los funcionarios del departamento recomendándoles que hagan todo lo posible para salvaguardar a la población. 
	No hay información hasta la fecha (DP)


Conclusiones generales sobre Chocó

1. ¿Se basó el informe de riesgo en información fidedigna concerniente a una amenaza creíble?
N=25

En los 25 casos, el Informe de Riesgo o la Nota de Seguimiento hace referencia a la locación, especificando el municipio y las subunidades. El nivel de alertas se basó en los cambios de dinámicas del conflicto. En algunos casos, el SAT emitió una alerta indicando el riesgo apropiado, sin embargo, decidieron evaluarlo como alerta de mediano nivel, y la violación se consumó (tal es el caso de Lloro y Carmen del Atrato). Cada violación ocurrió en menos de dos meses de la alerta. 

Basado en los visto por el equipo de evaluación en su visita a Quidbdó, para verificar la información los analistas regionales, se comunican rutinariamente con los personeros municipales, la iglesia, líderes de organizaciones cívicas, etc.  Sin embargo, se notó que los analistas tienen muy poco contacto con entidades gubernamentales como el DAS y la policía. 

2. ¿Se emitió el informe de riesgo oportunamente?

No se puede valorar la velocidad con que la Defensoría del Pueblo le da respuesta a las alertas de los analistas regionales, emitiendo un Informe de Riesgo, sin revisar las fichas de verificación que contiene la información enviada a los analistas nacionales. La Defensoría del Pueblo mantiene estos documentos como confidenciales para proteger a los testigos e informantes locales.

En Bojayá, que se podría decir que es el caso más grave de violaciones de DDHH desde la formación del SAT, se emitió la alerta específica más de una semana antes de la violación. CINEP sostiene que fue el ejercito quien decidió no actuar. 
 
En la Nota de Seguimiento del 28 de enero, una violación se consume tan solo una semana después, con el desplazamiento de 30 familias de Vereda Caimanre el 5 de febrero de 2004. Este caso es algo ambiguo, ya que el SAT había enviado un Informe de Riesgo para el municipio varios meses antes. Fue el CIAT quien no emitió la Alerta Temprana. La ambigüedad va más allá, el día que se llevaron a cabo los desplazamientos, el CIAT estaba discutiendo el caso, luego de evaluar la nota de seguimiento, el CIAT decidió emitir una Alerta Temprana (68-03). 

Generalmente, los Informes de Riesgo de emiten de manera oportuna. 

3. ¿Realizó el CIAT las verificaciones oportunamente, de tal modo que las autoridades locales tuvieran tiempo para tomar las medidas preventivas apropiadas?
No responde = 2 

El CIAT se reunió en el transcurso de una semana después de recibir el informe de riesgo = 5

El CIAT se reunió entre una y dos semanas después de recibir el informe de riesgo = 6

El CIAT se reunió más de dos semanas después de recibir el informe de riesgo = 3

El CIAT se reunió más de tres semanas después de recibir el informe de riesgo = 2

4. ¿Recomendó el CIAT acciones que pudieron, con un grado racional de certitud, contribuir en la prevención de amenazas? 

No hay recomendaciones 

= 2

No hay cambios (se mantienen los esfuerzos existentes =3

Convocar consejo de seguridad
= 3

Desarrollar plan de seguridad

= 4

Incrementar los niveles de fuerza
= 5

Proveer servicios sociales a la población desplazada = 7

Nota: esto no se adhiere a los casos estudiados, ya que en varias ocasiones se hacen más de una recomendación. 

5. ¿Ocurrieron violaciones en los municipios identificados en el informe de riesgo?:

a) (antes de noviembre de 2002) tres meses después de la alerta temprana del SAT  N=8

Si = 3

No = 1

Ambiguo=4

b) (después de noviembre de 2002) tres meses después de las recomendaciones del CIAT sin alerta temprana N = 8

Si = 3

No = 1

Ambiguo/información conflictiva =2

No se sabe a la fecha =2

c) (después de noviembre de 2002) tres meses después de la emisión de una alerta temprana por parte del CIAT N= 9

Si = 5

No = 0

Ambiguo/información conflictiva = 1

No se sabe=3

APÉNDICE 5: ESTUDIO CASO: DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER

	FECHA
	RPT #
	MUNICIPIO
	AMENAZA INDICADA
	RESPUESTA DEL CIAT 
	ACCIONES TOMADAS
	VIOLACIONES

	ene 10 de 2002 y

Abril 16 de 2002

NdeS de Julio 19/02, Feb 3 y Abril 11 de 2003 no hay respuesta de CIAT


	02


	El Tarra, Convencion, ( San Pablo)

Teorama (La Cecilia, Aserrio)


	Las AUC amenazan a quienes acusan de 

tomar parte por la guerrilla. Esto ha creado el 

desplazamiento forzado de  los municipios 

como El Tarra. 

Hay incremento del combate en Teorama y Tibú, especialmente en la Gabarra, entre las FARC y las AUC, la población está en claro riesgo.

Las AUC se encuentran a 20 minutos de las áreas urbanas de los municipios. Desplazamiento forzado ya se está llevando a cabo en el área urbana de Tarra

El SAT recomienda que el Estado tome 

medidas de seguridad y humanitarias para prevenir violaciones de DDHH 
	N/A

Defensoría del Pueblo. Alerta a la policía nacional, RSS, Mininterior, Vicepresidencia, segunda división y quinta brigada del ejercito 

	Enero de 2002: la presencia del ejercito en la zona (Aserrío) causa la huida de las AUC. 

Julio 2002: convoca consejo de seguridad
	19 masacres con 81 muertes desde la emisión de la Alerta Temprana hasta  Sept. 2003.

Desplazamiento forzado en el Tarra

Fracaso



	Feb. 26 de 2002


	019
	Chitagá
	Posible desplazamiento forzado
	N/A
	Información insuficiente
	No se hay desplazamiento forzado

Exito



	Nuevo sistema
	
	
	
	El CIAT se conforma
	
	

	Jan. 21, 2003
	005
	Arboledas, 

corregimientos El 

Uvito, Barrientos

 (Saravita, 

Guacamayas, y la vía

entre Arboledas and 

Salazar)
	Incremento del combate entre las FARC, el ELN y las

AUC por el control del territorio. Las AUC, durante 

un bloqueo de vías, asesinan a tres pasajeros de un 

bus intermunicipal.

El SAT emite una alerta de alto nivel, alertando los

Probables homicidios selectivos, masacres, combates

que dejan civiles como víctimas y ataques

 indiscriminados.
	No se emite Alerta Temprana el 30 de enero de 2003 

	Incrementar las labores de inteligencia de la policía. Enviar patrullas mixtas de ejército y policía. Dos confrontaciones entre la fuerza pública y los subversivos, asesinando a 6 subversivos. Desactivación de dos dispositivos explosivos y confiscación de armas. 
	Los ataques alterados no ocurrieron. La acción subversiva fue controlada

Exito



	Marzo 25 de 2003
	023
	Cucutilla (La despensa, Santa Teresita, la meseta, la Cuchilla via Arboledas Cucutilla)
	Debido a la expansión estratégica, es posible que las 

FARC y el ELN penetren las zonas urbanas de 

Cucutilla. Si esto sucede, la población será víctima 

de ataques indiscriminados. De otro lado, las AUC

percibe las áreas rurales como simpatizantes de la

guerrilla, por lo tanto son posibles acciones de

retaliación.

El SAT emite alerta de alto nivel de combates que dejen a la población civil como víctimas, destrucción de bienes necesarios para el bienestar de la población, homicidios selectivos, ataques indiscriminados y restricción de la circulación.


	No se emite Alerta Temprana el 30 de abril de 2003, pero se recomienda convocar un consejo de seguridad departamental
	El ejército efectúa diferentes operaciones en el área. La policía realiza patrullas y puestos de control permanentes.

Confrontación entre el ELN y la fuerza pública, dejando tres insurgentes muertos. Se capturan armas y se desactiva una mina antipersonal 
	Los ataque alertados no suceden

Exito



	Abril 30 de 2003


	 036
	Hacari (cabecera municipal)
	La disputa por el control de la parte norte del departamento pone en peligro a la población de las áreas urbanas de Hacari. Esta zona es particularmente estratégica tanto desde la perspectiva ofensiva como de la defensiva, como refugio. 

El SAT emite una alerta de alto nivel.

Masacres, homicidios selectivos, ataques a bienes públicos necesarios para el bienestar, combates dejando a civiles como víctimas, y desplazamientos forzados, son probables que ocurran como retaliación de las FARC a la presencia de las AUC en el área.
	Alerta Temprana en mayo 12/03 
	Aumento de la presencia de fuerzas de seguridad, cooperación con las actividades judiciales para efectuar búsquedas. También hubo operaciones conjuntas entre la policía y el batallón del ejército de Ocaña para neutralizar la amenaza (NdS). 

Hubo asistencia humanitaria por parte de la RSS. 
	Abril 30: desplazamiento numeroso (Nota de Seguimiento)

Oct 12, 2003: las FARC secuestran a los hermanos

Amaya, quienes eran favoritos par alas elecciones locales. 

Se liberan una semana después (Cinep).

Nov 25, 2003: combatientes de las AUC entran en la propiedad el Torrado, de la familia Pérez, donde exigen dinero y arma. Las AUC toman bienes por el valor de 3 millones de su almacén y 1.2 millones en efectivo. Esto genera el desplazamiento forzado de la familia

fracaso

	Oct 15 de 2003
	NSIR 036
	Mismo que arriba
	Hay crecientes expansiones de las AUC para controlar

Territorio del ELN y las FARC, especialmente en las

Zonas urbanas. La guerrilla, por su parte, hace 

Presencia para mostrar su control. El 1 de sep, el ELN

Atacó la estación de policía de Hacari. 

Esto muy probablemente llevará a conflicto, dejando

A la población de víctimas. 


	Respuesta a la NS el 2 de marzo de 2004. extensión de la Alerta Temparan por tres meses más, desde 

Feb 19, 2004.


	Mantener las operaciones en la zona y diseñar una operación de seguridad permanente que prevenga las violaciones a DDHH. 
	Jul. 28/04: población desplazada regresa a sus comunidades como resultado de la confianza de la presencia del ejercito.

Exito



	Mayo 1 de 2004
	 031
	El Tarra (cabecera municipal)
	Las FARC y las AUC están en disputa por la población, a quienes obligan a trabajar en sus cultivos ilícitos. La disputa ha afectado las áreas económicas y sociales de la comunidad, haciéndolos dependientes de los grupos armadas. 

Las AUC y las FARC, frecuentemente, bloquean las vías en la carretera Tibu, limitando la movilización de la población. Estos bloqueos hacen probables la consumación de homicidios selectivos, mascares, desplazamientos forzados, minas y combates que dejen a civiles como víctimas. 

El SAT emitió una alerta de alto nivel. 


	No se emite Alerta Temprana en Mayo 19/ 2004, pero recomienda que las fuerzas públicas logren mayor control especialmente en la carretera entre Tibú y Convención
	La RSS y el CICR atienden a la población desplazada 
	Mayo 21: desplazamiento forzado de 126 personas. 

Junio 15: 34 raspachines asesinados en La Gabarra, 

 de El Tarra

 Fracaso


Conclusiones generales sobre Norte de Santander

1. ¿Se basó el informe de riesgo en información fidedigna concerniente a una amenaza creíble?
N=6

En los 6 casos, el Informe de Riesgo o la Nota de Seguimiento hace referencia a la locación, especificando el municipio y las subunidades. El nivel de alertas se basó en los cambios de dinámicas del conflicto. 

La reciente llegada del analista regional del SAT a Norte de Santander (May 25/03), posterior a la ausencia de de un analista por cerca de seis meses, previno verificación de los datos, información y procesos. Sin embargo, la información de la Defensoría regional concerniente al modus operandi del anterior analista –quien estuvo ahí de noviembre de 2001 a diciembre de 2003– coincide con la información de analistas de otras partes del país, tales como Chocó, Arauca y Cordobá: afirmó que había comunicación permanente entre los analistas y los personeros municipales, la iglesia, líderes de organizaciones cívicas y, en menor medida, con autoridades locales. 
2. ¿Se emitió el informe de riesgo oportunamente?

No se puede valorar la velocidad con que la Defensoría del Pueblo le da respuesta a las alertas de los analistas regionales, emitiendo un informe de riesgo, sin revisar las fichas de verificación que contiene la información enviada a los analistas nacionales. La Defensoría del Pueblo mantiene estos documentos como confidenciales para proteger a los testigos e informantes locales.

Los Informes de Riesgo emitidos con respecto a Norte de Santander permiten distinguir entre dos situaciones diferentes: la primera es cuando el CIAT demora en proveer una respuesta definitiva al Informe de Riesgo Inicial, pero en todo caso, la amenaza no se convierte en violación;
 en el segundo, es cuando el CIAT responde más rápidamente pero la amenaza avisada ocurre en la forma que fue alertada en el Informe de Riesgo.
.

3. ¿Realizó el CIAT las verificaciones oportunamente, de tal modo que las autoridades locales tuvieran tiempo para tomar las medidas preventivas apropiadas?
N=10

No responde = 0

El CIAT se reunió en el transcurso de una semana después de recibir el informe de riesgo = 0

El CIAT se reunió entre una y dos semanas después de recibir el informe de riesgo = 2

El CIAT se reunió más de dos semanas después de recibir el informe de riesgo = 1

El CIAT se reunió más de tres semanas después de recibir el informe de riesgo = 1

4. ¿Recomendó el CIAT acciones que pudieron, con un grado racional de certitud, contribuir en la prevención de amenazas? 

Convocar consejo de seguridad
= 2

Incrementar los niveles de fuerza
= 3

Incrementar las fumigaciones de cultivos ilícitos = 1

5. ¿cumplieron las autoridades locales las recomendaciones de los miembros del CIAT?

Recomendación


Respuesta

Incrementar fumigaciones de              De acuerdo con los medios locales, desde noviembre de 

cultivos ilícitos                                   2003, comenzó la tercera fase de fumigaciones en el






Catatumbo.

Incrementar niveles de fuerza

El ejército permaneció temporalmente en FiloGringo-

La Gabarra en Tibú sejo de seguridad 

Convoca Consejo de Seguridad
No hay información

Departamental

6. ¿Ocurrieron violaciones en los municipios identificados en el informe de riesgo?:
a) (antes de noviembre de 2002) tres meses después de la alerta temprana del SAT  N=2

Si = 1

No = 1

b) (después de noviembre de 2002) tres meses después de las recomendaciones del CIAT sin alerta temprana N = 3

Si = 1

No = 2

c) (después de noviembre de 2002) tres meses después de la emisión de una alerta temprana por parte del CIAT N= 1

Si = 0 

No = 1 

► De los tres casos que el SAT operó en Norte de Santander, ocurrieron violaciones de las indicadas en los Informes de Riesgo –en los tres meses posteriores a la emisión- en un caso, y fueron presuntamente prevenidos en 2. 

► De los tres casos donde la información fue comunicada a las autoridades en la forma de Alerta Temprana, las violaciones se efectuaron en un caso y se previnieron presumiblemente (hasta la fecha, en las alertas más recientes) en 2. 

► De los 3 casos donde la información se comunicó a las autoridades sin Alerta Temprana, ocurrieron violaciones e uno de los casos, y presuntamente se previnieron en 2.

APÉNDICE 6: EL SISTEMA DE ALERTA TEMPRANA Y EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

El Sistema de Alerta Temprana es, principalmente, un instrumento para proteger los derechos humanos, asegurar la aplicación del derecho internacional humanitario y prevenir  violaciones masivas y sistemáticas contra la población civil como resultado del conflicto interno armado. 
Los objetivos del SAT se conforman, junto con los de la Defensoría del Pueblo –institución creada en la constitución de 1991-, para defender los derechos fundamentales y constitucionales de los colombianos y como parte del Ministerio Público de Colombia, una rama independiente del Estado que se encarga del control, de asegurar el cumplimiento de los derechos humanos (y fundamentales), libertades civiles y protecciones constitucionales. 

Además, la idea de un sistema de alertas tempranas encaja en la responsabilidad básica con los derechos humanos y el  DIH, fundada en los compromisos de los tratados internacionales ratificados por Colombia que protegen la población civil de los ataques del conflicto armado. Desde 1991, estas obligaciones internacionales han sido integradas sistemáticamente en la legislación nacional. 

Las principales garantías de derechos humanos y DIH son: la obligación de garantizar los derechos a todas las personas
, el principio de inalienabilidad de los derechos de la persona,
 el respeto de la dignidad humana,
 el principio de pro homine (a favor de los derechos del hombre en los compromisos de Colombia en los tratados internacionales)
 y principalmente la distinción entre combatientes y no combatientes.

El así denominado, principio de distinción, es el fundamento de todo el derecho internacional humanitario. Se reconoce en los artículos 13, 48, 50.1, 50.2 y 51 del Protocolo I de la Convención de Ginebra de 1949.
 Requiere que los combatientes distingan entre ellos mismos y la población civil y que protejan a los civiles de las consecuencias de las operaciones militares.

El Protocolo I hace referencia a los conflictos armados internacionales. Sin embargo, el Protocolo II manifiesta expresamente, en su preámbulo, que los términos de la Convención de Ginebra se aplican igualmente a los conflictos armados internos.
 El Protocolo II fue ratificado por Colombia en 1994 (Ley 171) y ha entrado en vigor desde el 15 de febrero de 1996. 

Adicionalmente, el artículo 4 del Protocolo II sostiene que los no combatientes, independientemente de que se les haya negado la libertad o no, tienen el derecho de ser tratados con humanidad y su honor, dignidad personal, creencias y prácticas religiosas deben ser respetados. Esta última norma establece criterios objetivos para la aplicación del principio de distinción  “ya que las partes en conflicto no pueden definir a su arbitrio quien es o no es combatiente, y por ende quien puede ser o no objetivo militar legítimo”.
 De este principio se deriva la obligación del Estado de proteger a los no combatientes, que son “Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas” (Art. 4, Protocolo II) y “en caso de duda acerca de la condición de una persona, se la considerará como civil” (Art. 50 Protocolo I). 

El Sistema de Alertas Tempranas ha sido más eficaz cuando se guía principalmente por las normas del DIH. Ha sido menos eficaz cuando confunde esta misión con otros objetivos. Desde las primeras discusiones entre la Defensoría del Pueblo, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU y la División de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, se entendió que los estándares nacionales e internacionales de derechos humanos y DIH, debería ser el motor de guía detrás de la implementación de un sistema de alertas tempranas eficaz. Sin embargo, con el desarrollo del sistema, su base original de aplicación del DIH se ha tornado menos claro. El resultado es un sistema que ha registrado, con frecuencia, amenazas inminentes pero no ha desarrollado los mecanismos de respuestas apropiadas para proteger algunas de las poblaciones más vulnerables de las consecuencias del conflicto armado.
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Envían las Alertas Tempranas o los Informes de Riesgo y las recomendaciones a las autoridades departamentales, municipales, militares, policiales y de inteligencia





Generalmente, el gobernador convoca una reunión del Consejo de Seguridad departamental





Los miembros del CIAT (Ejército, Policía MinInterior, etc.) verifican separadamente el Informe de Riesgo
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Decide emitir una  Alerta Temprana


Decide no emitir una Alerta Temprana 


En ambos casos, recomienda medidas a ser adoptadas por las autoridades locales
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GENERACIÓN DE ALERTA TEMPRANA


por


Defensoría del Pueblo –


Defensor delegado para la evaluación de riesgo de la población civil como consecuencia del conflicto armado


Documento público que se envía a las autoridades locales y nacionales


Amplio acceso de la comunidad internacional, ONGs y comunidades y regiones afectadas











� República de Colombia, Informe anual de Derechos Humanos y DIH 2003 (Bogotá, 2004).


� Ver Programa Colombia del Centro de Estudios Latinoamericanos, Georgetown University. Research: Support for design and implementation of Local and Departmental Programs of Violence and Crime prevention and reduction � HYPERLINK "http://www.georgetown.edu/sfs/programs/clas/Colombia/colombia_program_research_violence.htm" ��http://www.georgetown.edu/sfs/programs/clas/Colombia/colombia_program_research_violence.htm� 


� “Jan Egeland, Subsecretario General de la ONU dice que en Colombia no puede haber victoria militar”, El Tiempo (May 8, 2004).


� Durante la visita del equipo de evaluación, se dio la discusión de reducir este número debido a reacomodación del presupuesto de USAID  en derechos humanos.


� Para mayor desarrollo de este punto, ver, Capítulo III (p. 28) de Función Preventiva de la Procuraduría General de la Nación en materia de Derechos Humanos, (Bogotá: Procuraduría General de la Nación, 2003). La investigación para este reporte del Procurador fue realizada por el profesor Danilo Rojas, miembro del equipo de evaluación del MSI. Sus recomendaciones fuero adoptadas formalmente “como parte de la política de prevención de en el área de los derechos humanos que es responsabilidad del Procurador General”(Resolución Nº 138 de 26 de febrero de 2003 del Procurador General de la Nación).


� Daniel Medina González, Defensor delegado para la evaluación del riesgo de la población civil como consecuencia del conflicto armado, op.cit., p. 2.


� Ver recomendación 11 del apéndice I del Informe del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas en Colombia (2003): “Al respecto hay que saludar positivamente la decisión del Gobierno de establecer, a finales de 2002, el Comité Interinstitucional de Alerta Temprana (CIAT) en el seno del Ministerio del Interior.  Este Comité se halla conformado por funcionarios de dicho Ministerio, del Ministerio de Defensa, de las Fuerzas Públicas y del Programa Presidencial de Derechos Humanos.  Tal iniciativa tuvo que enfrentar desde su comienzo grandes retos, como el de establecer la forma de operar, los criterios de calificación del riesgo y las medidas que deberían adoptarse para prevenir la alerta.  Hay que destacar, sin embargo, que el establecimiento del CIAT representa un elemento positivo para contrarrestar la difícil situación de derechos humanos y derecho internacional humanitario”. 





�La decisión de hacer los   Informes de Riesgo  clasificados y confidenciales por razones de seguridad nacional fue tomada por el coordinador del CIAT en el ministerio del Interior. Anteriormente el Defensor del Pueblo podía hacer públicos sus análisis y alertas, y así lo hacía en efecto. 





Desde una perspectiva legal, la decisión se tomó con base en el artículo 74 de la Constitución, y el artículo 12 de la ley 57 de 1985. El artículo 74 reza: “El espectro electromagnético es un bien publico inenajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso a su uso en los términos que fije la ley”. Y el artículo 12 de la ley 57 de 1985 establece que “Toda persona tiene derecho a consultar los documentos que reposen en las oficinas públicas y a que se le expida copia de los mismos, siempre que dichos documentos no tengan carácter reservado conforme a la Constitución o la ley, o no hagan relación a la defensa o seguridad nacional”





Existe una clara tensión entre acceso público a la información y la defensa y seguridad nacional que tiene que ser revisada por las autoridades judiciales competentes. 





Hay un asunto fundamental respecto si el CIAT es un instancia jurídica competente para definir asuntos de clasificación y de seguridad nacional, ya que es un grupo de trabajo informal y no una rama del estado que está legalmente constituida. Además, la decisión del coordinador del CIAT no fue objeto de amplio debate y el Defensor Delegado y director del SAT se opuso. 





Existen varias formas de revisar legalmente la decisión del coordinador del CIAT. En primer lugar, el caso puede ser interpuesto ante la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado�. Los conceptos de esta Sala no son obligatorios y pueden ser objeto de una orden de restricción por parte del gobierno nacional. Sin embargo, constituyen un criterio jurídico autorizado que puede indicarle al gobierno en sus acciones en la materia. En segundo lugar, puede ser objeto de revisión por parte de jueces de la jurisdicción contenciosa administrativa, la cual puede revisar casos concretos cuando la petición insiste en decisiones vinculantes. Igualmente existe el recurso de una tutela transitoria.


� República de Colombia, Informe anual de derechos humanos y DIH, (Bogotá, 2004), p.136.


� El CINEP es una organización jesuita independiente de investigación, que entró recientemente en un acuerdo de compartir datos con la Defensoría del Pueblo y el Observatorio de Derechos Humanos de la Vicepresidencia. 


� (Acta 06/02). 


� Ver, por ejemplo, Actas 14/03, 16/03, 18/03, 21/03, 29/03, 33/03).


� Ver las tablas de los casos de Arauca, Chocó y Norte de Santander en los apéndices 3-5


� Entrevistas en Ciudad Bolívar con autoridades locales y residentes, agosto 19 de 2004. Ver también � HYPERLINK "http://www.eltiempo.com" ��www.eltiempo.com� (19 de mayo de 2004) “Seguridad/ Bloque de Búsqueda de la Policía para combatir delincuencia, Ofensiva social en Ciudad Bolívar.


� Ver Apéndice 5. Para el caso de La Gabarra, donde 34 raspachines fueron masacrados por las FARC el 15 de junio de 2004, existe una discrepancia entre el SAT y el CIAT sobre la amenaza específica en el área. El SAT emitió una alerta temprana que cubría el municipio de El Tarra pero no señaló la vereda de La Gabarra. Este asunto trae a colación la dificultad de especificar la localización exacta y el momento de las amenazas en los informes de riesgo. 


�Uno de los programas más exitosos es el de los Defensores Comunitarios, actualmente financiado por el gobierno sueco. Este programa envía a defensores a vivir en comunidades en riesgo. El equipo entrevistó al Defensor comunitario para el Medio Atrato (Chocó), quien era la presencia más visible del Estado en su comunidad. Su sola presencia como un funcionario representante del Ministerio Público, le dio a la comunidad un grado de protección y un mayor sentido de seguridad a lo que hubiera sucedido en otras circunstancias. 


� Información general Sistema de Alertas Tempranas, Defensoría del Pueblo, Defensor Delegado para la Valoración de Riesgos de la Población Civil como Consecuencia del Conflicto Armado, 2004.





� Daniel Medina González, Director SAT, La prevención como política pública, en Sistema de Alertas Tempranas # 1, julio 2002, p. 2.


� Las categorías de violaciones del SAT son: Masacres (asesinato de 3 o más personas); Homicidios selectivos de configuración múltiple; desplazamiento forzado; desaparición forzada; reclutamiento forzado; accidentes de minas; restricción a la circulación de las personas; ataques a bienes y provisiones indispensables para una comunidad; interponer a poblaciones civiles a hostilidades; ataques indiscriminados contra la población civil; homicidios selectivos; métodos para aterrorizar a la población.





� Ver, CINEP y Justicia y Paz, “Bojaya bajo el prisma de los medios de comunicación,” 2002. 


� El SAT reclama que emitió una Nota de Seguimiento al CIAT el 18 de febrero de 2003, que nuca fue contestada. 


� Fue lo ocurrido, por ejemplo con el IR 036/03 que motivó la AT emitida por el CIAT para el municipio de Hacarì en el Catatumbo. La Defensoría profirió una NS en octubre 15/03 en donde pedía el reforzamiento de las medidas existentes y el CIAT respondiò cerca de cinco meses después, en marzo 2/04, manteniendo la AT.


� Es el caso de lo ocurrido con el IR 021/04 sobre El Tarra en el Catatumbo. El IR que advertía, entre otras cosas, un desplazamiento forzado, produjo una respuesta del CIATen mayo 1/04 negando la AT y el 21 de mayo el desplazamiento se produjo. Un mes más tarde, en junio 15 de 2004, se produjo la más reciente masacre perpetrada por la guerrilla de las FARC al norte de Tibú, cerca de El Tarra, en donde fueron asesinados 34 campesinos recolectores de coca –raspachines-.


� Es necesario aclarar que el dato se aplica solo a los IR, pues como se indicó en el cuadro, la AT 2/02 tuvo tres NS sin respuesta del CIAT. 


� Art. 2 de la Constitución Política de Colombia; Art. 1 de la Convención Americana de Derechos Humanos; y Art. 2 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.


� Art. 5 de la Constitución Política de Colombia.


� Art. 1. de la Constitución Política de Colombia.


� Art. 5 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos y Art. 29 de la Convención Americana de Derechos Humanos.


� El Protocolo I fue ratificado en Colombia mediante la Ley 11 de 1992 y se convirtió en ley de Colombia el 1 de marzo de 1994. Las cuatro convenciones de Ginebra se ratificaron mediante la Ley 5 de 1960 y se convirtió en ley de Colombia el 8 de mayo de 1962. En Colombia, el DIH se ha incorporado en la constitución en los artículos 93 y 214.2 . El último sostiene claramente que durante estados de excepción “en todo aso se respetarán las reglas del derecho internacional humanitario” 


� La sección de conclusiones del preámbulo del Protocolo II de la Convención de Ginebra de 1949, sostiene que “ “Recordando que, en los casos no previstos por el derecho vigente, la persona humana queda bajo la salvaguardia de los principios de humanidad y de las exigencias de la conciencia pública.”  El Protocolo II reafirma la cláusula de Martens de la Convención sobre leyes y costumbres de la guerra terrestre firmada en la Haya en 1907: “las poblaciones y los beligerantes quedarán bajo la salvaguardia y el imperio de los principios del Derecho Internacional resultantes de las costumbres recibidas entre naciones civilizadas, de las leyes de la humanidad y de los dictados de la conciencia pública.” 


� Corte Constitucional, sentencia C-225/95 que revisó y declaró constitucional la ley que incorpora el Protocolo II en el ordenamiento jurídico colombiano. 
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